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  PREFACIO


  Este trabajo se realizó a solicitud del International Council for Educational Development, como parte de un estudio comparativo de sistemas de educación superior, a nivel internacional, con la participación de 12 países.


  Los propósitos del estudio comparativo fueron tres: primero, dar a conocer la forma en que operan a nivel nacional diversos sistemas de educación superior, sus problemas y las soluciones que se han puesto en operación; segundo, la posibilidad de obtener nuevos conocimientos de las experiencias tenidas en otros países, y tercero la identificación, en la medida de lo posible, de las reglas o normas de gobierno más generales, que podrían ser de interés para quienes se ocupan de la planeación de la educación superior a nivel de sistema.


  El trabajo, después de la presentación histórica y una breve exposición sobre el concepto de autonomía, que se consideró necesaria como introducción, se divide en tres partes: la primera se dedica a la descripción del sistema, su crecimiento y su organización; la segunda comprende la administración del sistema, la planeación y las formas de integración y coordinación de sus partes ; la última se dedica a valorar la efectividad del sistema y su capacidad para el cambio.


  Para la elaboración del trabajo se utilizó parte de la bibliografía que se presenta al final y la que se señala en las notas y al término de cada capítulo, pero en su mayor parte estas páginas son resultado de las observaciones y experiencias acumuladas a lo largo de varios años, desde la Secretaría General Ejecutiva de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior. Durante todo este tiempo hubo oportunidades de conocer los problemas de la educación superior y de las instituciones que la imparten, y colaborar hasta donde fue posible en su estudio y solución. No se ignora que la educación superior está sometida a cambios impuestos por las circunstancias y por los factores internos y externos que inciden sobre ella, y que por esto las universidades e institutos enfrentan, junto a problemas viejos y ya tradicionales, otros nuevos resultantes del momento actual. Hemos querido recoger en esta imagen de la educación superior en México los factores que influyen en su crecimiento, los obstáculos para su cabal desarrollo y en general las condiciones que le han impuesto la economía y la sociedad mexicanas.


  Esperamos haber logrado un documento útil para los propósitos que animaron su redacción.


  I. INTRODUCCIÓN


  1. ORIGEN Y DESARROLLO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR


  La educación superior universitaria se inicia en México en el siglo XVI, al establecer la Corona Española la Real y Pontificia Universidad de México por Cédula Real de fecha 21 de septiembre de 1551. Los cursos se iniciaron el 25 de enero de 1553, impartiéndose seis cátedras: teología, sagrada escritura, cánones, leyes, artes, retórica y gramática; la cátedra de artes comprendía lógica, matemáticas, astronomía, física y ciencias naturales. Más tarde se creó la cátedra de medicina.


  La Universidad fue denominada “Real y Pontificia” porque, como las demás universidades del mundo hispánico, se creó por concesión del Monarca y del Papa. Se rigió por los estatutos de la Universidad de Salamanca, y la Corona podía intervenir por conducto del Virrey, los visitadores o los miembros de la Audiencia, para vigilar su buena marcha.


  La segunda universidad creada por la Corona Española fue la Real y Literaria Universidad de Guadalajara, por Cédula del Rey Carlos IV, de fecha 18 de noviembre de 1791, efectuándose su inauguración el 3 de noviembre de 1792, con cuatro cátedras iniciales: cánones, leyes, medicina y cirugía.


  Es pertinente señalar, además de los orígenes de la educación universitaria, que existieron otras instituciones de educación superior, establecidas en distintas fechas y diseminadas en un gran número de poblaciones en todo el territorio de la Nueva España. La primera de estas instituciones es el Colegio de Santa Cruz de Tlaltelolco, o Imperial Colegio de la Santa Cruz, conocido como el Primer Colegio de América, fundado el año de 1536, apenas 15 años después de la Conquista de Tenochtitlan por los españoles. Este Colegio, creado a instancias del virrey Fray Juan de Zumárraga, fue dedicado a la enseñanza superior de los indígenas, y en su corta vida pudo formar a un considerable número de humanistas, que asimilaron la cultura europea.


  Otros colegios se establecieron en diferentes fechas en varias ciudades del país, y dependían de órdenes religiosas: franciscanos, agustinos, mercedarios, jesuítas, etc. Sólo los jesuítas alcanzaron a tener hasta el momento de su expulsión en 1767, 24 colegios, 10 seminarios o internados y 19 escuelas. Además de los colegios religiosos, el Gobierno Real fundó cuatro importantes colegios, todos del último tercio del siglo XVIII: la Escuela de Grabado (1778) ; el Colegio de Nobles Artes de San Carlos (1781); el Jardín Botánico (1788) y el Real Seminario de Minería (1792).


  En los primeros años del periodo independiente, y antes de la reforma liberal, se fundaron dos universidades religiosas: la de Mérida en 1824, y la de Chiapas en 1826; ambas desaparecieron años después, la primera en 1861, y la segunda en 1872. En el último tercio del siglo XIX y primeros años del XX, tres seminarios diocesanos se convirtieron en universidades: Mérida (1885); México (1896) y Puebla (1907).


  A lo largo del siglo XIX se crearon por los gobiernos de los estados los llamados institutos científicos y literarios, o colegios civiles, establecidos como instituciones laicas de educación media. En algunos lugares estos colegios civiles se crearon paralelamente a los religiosos, ya existentes, o bien los suplieron, por disposición legal. El proceso de cambio se realizó durante varias décadas, como resultado de la transformación del país durante la centuria, y respondió a un propósito y una idea definidos en relación a la función de la educación, concebida como una actividad de interés público que corresponde al Estado organizar y realizar.


  En la segunda mitad del siglo XIX se establecen escuelas de tipo profesional en diversas regiones del país. La Ley Orgánica de Instrucción Pública en el Distrito Federal, promulgada en 1867 y modificada en 1869, es expresión de esta tendencia orientada a la creación de estudios profesionales superiores. En esta Ley se establecían los estudios de jurisprudencia, medicina, agricultura y veterinaria, ingeniería civil, topográfica, de minas, mecánica y otros. En algunos estados de la República, los institutos científicos y literarios y los colegios civiles incluían estos estudios profesionales, principalmente medicina y jurisprudencia; en otros estados se crearon independientemente los estudios profesionales, pero en todos prevaleció una misma concepción sobre la naturaleza y el carácter de la educación en estos niveles.


  La Real y Pontificia Universidad de México, convertida en Imperial y Pontificia durante el Imperio de Iturbide, pasó por una serie de conflictos que la llevaron a la clausura y la inmediata apertura, en 1833, 1837 y 1861, hasta el año de 1865, en que el emperador Maximiliano ejecutó el decreto republicano de 1857, desapareciendo la Real y Pontificia Universidad. A partir de la ya mencionada Ley Orgánica de Instrucción Pública en el Distrito Federal, la educación superior se impartió en la ciudad de México en las escuelas superiores, hasta el año de 1910, al inaugurarse la Universidad Nacional de México.


  Al establecer la Universidad Nacional, Justo Sierra propone en México la primera teoría moderna de la educación universitaria, concebida como la culminación de la educación mexicana, para la enseñanza profesional, de grados y la investigación. La universidad no se concebía como un lujo para el país, sino como el lugar en el que se formarían los mexicanos que condujeran, en los niveles directores, un conocimiento al servicio de toda la nación. Durante varios años la Universidad Nacional se mantuvo como la única institución de nivel superior con estudios correspondientes a carreras diversas, pero en 1917 se crea la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo; en 1922 la Universidad de Yucatán; en 1923 la Universidad Autónoma de San Luis Potosí y en 1925 la Universidad de Guadalajara.


  De 1930 a 1948 surgen las universidades de Nuevo León, Puebla, Sonora, Sinaloa, Guanajuato, Colima y la Veracruzana. El resto se crea a partir de 1950, siendo las más recientes la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez (1973), la Universidad Autónoma Metropolitana (1973), la Universidad Autónoma de Chiapas (1975), la Universidad Autónoma Agraria “Antonio Narro” (1975); la Universidad Autónoma de Baja Colifomia Sur 1976) y la Universidad Autónoma de Tlaxcala (1976).


  La institución privada de educación superior más antigua es la Escuela Libre de Derecho, establecida en 1912. En 1935 se fundó la Universidad Autónoma de Guadalajara; en 1943 el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey y la Universidad Iberoamericana, pero la mayor parte de las instituciones privadas que funcionan actualmente se crearon después de 1960.


  En 1938-1939 llegó a México la inmigración española, integrada por numerosos intelectuales, y el gobierno federal fundó, con la participación de otras instituciones, la Gasa de España en México; en 1940 se convirtió en El Colegio de México, institución que ofrece estudios de posgrado en las áreas de lingüística, historia, economía y demografía, sociología y estudios de Asia y África del Norte.


  La Universidad Nacional Autónoma de México empezó en los últimos años un programa de desconcentración de servicios, para distribuir mejor sus instalaciones y su población escolar. En la actualidad cuenta con cinco campus distribuidos en la zona metropolitana del Valle de México denominados Escuela Nacional de Estudios Profesionales de Cuautitlán, Iztacala, Acatlán, Aragón y Zaragoza.


  La educación técnica de nivel superior tiene sus orígenes en la época de la Colonia (entre otros planteles, se creó el ya mencionado Real Seminario de Minería en 1792) y se desenvuelve en pequeña escala en el siglo XIX. Su desarrollo se logra propiamente después de la Revolución Mexicana.


  En 1916 se crea la Escuela Práctica de Ingenieros Mecánicos Electricistas y la Escuela Nacional de Química Industrial. En 1922 se establece la Escuela Técnica de Maestros Constructores que se convertiría más tarde en la Escuela Superior de Ingeniería y Arquitectura. En 1923 se creó el Departamento de Enseñanza Técnica, Industrial y Comercial, del que pasaron a dependender varias escuelas técnicas de nivel medio y otras de nivel superior, incluidas las ya mencionadas de Ingenieros Mecánicos Electricistas, la de Maestros Constructores, y otras como la Superior de Comercio y Administración.


  A partir de 1931, para reorganizar la educación técnica, se establece la Escuela Preparatoria Técnica de cuatro años y la Escuela de Altos Estudios Técnicos de tres años. La Preparatoria Técnica funcionó como antecedente de estudios técnicos profesionales y al mismo tiempo como escuela de capacitación de los estudiantes en diferentes áreas técnicas.


  En 1937 el Gobierno Federal crea el Instituto Politécnico Nacional, institución concebida como la culminación de una serie de esfuerzos realizados en el área de la educación técnica, en la que se agruparon las escuelas superiores existentes, dependientes de la Secretaría de Educación Pública: Escuela Superior de Construcción; Escuela Superior de Ingeniería Mecánica y Eléctrica; Escuela Superior de Ingeniería Textil; Escuela Superior de Comercio y Administración; Escuela Nacional de Ciencias Biológicas y el Instituto Técnico Industrial. Más tarde se han integrado al Instituto Politécnico Nacional otras escuelas: de medicina, de medicina homeopática, de economía, de ingeniería química, de física y matemáticas, y algunas más.


  En 1961 se creó por Decreto Presidencial el Centro de Investigación y Estudios Avanzados del Instituto Politécnico Nacional, dedicado fundamentalmente a la investigación y los estudios de posgrado. El Centro realiza, desde su fundación, tareas de muy alto nivel orientadas especialmente a la formación de profesores investigadores en diferentes ramas científicas.


  La necesidad de proyectar a todo el país los beneficios de la enseñanza técnica, llevó a la creación de los institutos tecnológicos regionales, estableciéndose el primero el año de 1948 en el estado de Durango. Para 1960 había siete de estos institutos y en 1976 sumaban un total de 47, diseminados en varias ciudades de todos los estados de la República.


  De fecha reciente son los 17 institutos tecnológicos agropecuarios y un Instituto Tecnológico Pesquero.


  Actualmente existen en México cerca de 230 instituciones de educación superior: universidades públicas autónomas; universidades públicas estatales; instituciones dependientes del Gobierno Federal: de enseñanza técnica, agropecuaria, pesquera y de enseñanzas especializadas; organismos públicos descentralizados; instituciones públicas dependientes de los gobiernos de los estados, e instituciones privadas: universidades y de otro tipo de estudios, reconocidos por los gobiernos de los estados y por universidades públicas. En este conjunto de instituciones había en 1977 un total de 565 141 alumnos de licenciatura y posgrado.


  2. EL CONCEPTO DE AUTONOMÍA


  Suele ubicarse el Origen de la autonomía universitaria en Latinoamérica, en el movimiento de reforma efectuado en Córdoba, Argentina, el año de 1918. Entonces se proclamaron los derechos de los profesores y los estudiantes para regir los destinos de sus propias universidades. Entre las conclusiones del Primer Congreso Nacional de Estudiantes Universitarios, celebrado en Córdoba, Argentina del 20 al 31 de julio de 1918, se estableció que los consejos directivos de las facultades estarían constituidos por representantes, en igual número, de profesores, diplomados inscritos y estudiantes. La Asamblea General Universitaria, por su parte, tambi én debería formarse por representantes, en número igual, de profesores, diplomados y estudiantes.


  Así se obtuvo la autonomía administrativa, la libertad de enseñanza e investigación y el cogobiemo, mediante un movimiento cuyas raíces ideológicas se ubican en el liberalismo del siglo XIX, pero orientado a alcanzar para la educación universitaria una verdadera democratización en instituciones en las que sobrevivía de una o de otra manera la estructura colonial, tanto en el aspecto de organización como en sus contenidos de estudios y carreras.


  Pero la primera concepción sobre la educación superior, entendida como una actividad separada del Estado, se debe en México a Justo Sierra, quien estableció como Ministro de Instrucción Pública la Universidad Nacional de México, inaugurando sus cursos el año de 1910.


  El proyecto de creación de la Universidad Nacional se remonta, cuando menos, al año de 1881. El 10 de febrero de este año, Justo Sierra publica en un diario de la ciudad de México, para someterlo a la opinión pública, un proyecto de Ley para crear la Universidad Nacional. En este documento propone la creación de la Universidad Nacional como una corporación independiente, subvencionada por el Estado, constituida como “persona jurídica con plena capacidad legal para adquirir derechos y obligaciones en el orden civil” y con facultad para expedir títulos profesionales. El gobierno de la institución residía en un Director General, designado por el Estado a través del Poder Ejecutivo de la Unión, y en un consejo formado por directores, profesores y alumnos; los directores serían nombrados mediante el procedimiento que estableciera el Estatuto de la Institución, y los profesores ingresarían mediante un sistema de oposición.1


  El 25 de marzo del mismo año, Justo Sierra publica de nuevo un documento, esta vez para defender su proyecto y responder algunos cuestionamientos al mismo, en particular sobre la aparente contradicción de que se proponga la emancipación de la enseñanza del Estado al concebirse la Universidad como persona jurídica, y al mismo tiempo subvencionada por el Estado. En su respuesta afirma Justo Sierra que el “ideal debe ser la autonomía de la Universidad”; pero también hace referencia a una situación prevaleciente en esa época, esto es, que los partidos liberales de Europa consideraban toda disminución de los derechos del Estado en las cuestiones de enseñanza pública como una concesión al espíritu teológico. Tomando en cuenta esto, Justo Sierra afirma que “debe crearse una Universidad, pero no una Universidad particular, sino nacional, cuya órbita sea distinta de la administrativa, pero no excéntrica a ella, sino que Estado y Universidad graviten hacia un mismo ideal. Esto explicaría suficientemente la intervención que doy al gobierno en la Universidad proyectada, intervención bien inofensiva por cierto”.2


  El proyecto llegó a realizarse 29 años después, en 1910, por el propio Justo Sierra. En los fundamentos que presentó ante la Cámara de Diputados el 26 de abril de 1910, en apoyo a la iniciativa de Ley para la fundación de la Universidad, Sierra explicó que la realización del proyecto se aplazó porque primero se atendió el problema de la educación primaria, el desarrollo de la educación secundaria y el de la educación profesional. En cuanto a la concepción de la Universidad, estableció: “La enseñanza superior no puede tener, como no tiene la ciencia, otra ley que el método; esto será normalmente fuera del alcance del gobierno. Ella misma, es decir, los docentes que forman por sus conocimientos esta agrupación que se llamará la Universidad Nacional (y así como lo veremos en México, así se ha verificado en todas partes), será la encargada de dictar las leyes propias, las reglas propias de su dirección científica; y no quiere decir esto que el gobierno puede desentenderse de ellas, ni impedir que lleguen a su conocimiento, ni prescindir, en bien del Estado, del derecho de darles su aprobación última”.3


  Con este principio de autonomía limitado al ámbito de la actividad académica y la investigación, la Universidad Nacional de México inició sus actividades el 22 de septiembre de 1910. Será hasta el añode 1929 cuando se expida una nueva ley, en la que se amplía el ámbito de la autonomía al gobierno de la Universidad, con las características que se señalarán más adelante.


  En 1917, la Legislatura local del Estado de Michoacán dispuso por decreto la constitución y organización de la Universidad de Michoacán, concebida como una institución autónoma, expidiéndose su Ley Reglamentaria el 11 de agosto de 1919. Esta universidad fue la primera que se estableció en México con el carácter de autónoma. El Artículo lo. de la Ley de 1917 establecía que “Se declara independiente del Estado la educación superior en los términos de la presente Ley”.


  En 1923, un Decreto del gobierno local transformó en Universidad de San Luis Potosí al Instituto Científico y Literario del Estado. El Artículo 10o. de la Constitución local estableció que “la Universidad de San Luis Potosí es autónoma en todo lo que respecta a su régimen interior”. Sin embargo, el Decreto de 1923 no tuvo ejecución inmediata y fue hasta 1934 que se concedió autonomía al Instituto, y en 1949 se expidió la Ley Orgánica del Artículo 10o. de la Constitución Política Local, por la cual se creó la Universidad Autónoma de San Luis Potosí.


  La Ley de 1929, que otorgó la autonomía a la Universidad Nacional de México, estableció sin embargo limitaciones en varios aspectos, entre los cuales los más importantes eran: presentación de uña tema por el Poder Ejecutivo para el nombramiento de rector; derecho de veto para el Poder Ejecutivo sobre las resoluciones del Consejo Universitario; acción de vigilancia del Gobierno Federal en el fmandamiento de la Universidad; nombramiento por el Poder Ejecutivo de profesores y conferencistas, independientemente del procedimiento establecido por la propia Universidad.


  Cuatro años después, el 19 de agosto de 1933, el Congreso de la Unión Expidió una nueva Ley Orgánica para la Universidad otorgándole la plena autonomía, pero suprimiendo su carácter “Nacional”. Esta Ley puso en manos de los universitarios la institución, sin intervención alguna del Estado, pero al mismo tiempo liberó a éste de toda responsabilidad económica ante la Universidad, al otorgar fondos por una sola vez, que darían supuestamente autosuficiencia económica a la institución. Durante el periodo de vigencia de esta Ley, surgieron numerosos conflictos, presentándose el último en el Consejo Universitario (integrado en forma paritaria por el Estatuto de 1938), al dividirse en dos grupos que nombraron a diferente rector.


  La nueva Ley se promulgó el 30 de diciembre de 1944 y rige desde entonces a la Universidad Nacional. El texto de esta Ley fue elaborado originalmente en la misma Universidad y presentado después al Presidente de la República y al Congreso de la Unión, órgano legislativo que aprobó con pocas modificaciones el proyecto universitario. De acuerdo con el Artículo lo. de esta Ley, la Universidad, denominada ahora Nacional Autónoma de México, “es una corporación pública —organismo descentralizado del Estado— dotada de plena capacidad jurídica...”, es decir, forma parte de la organización del Estado, pero desprendida del poder central o sea descentralizada. De acuerdo con la naturaleza de la institución, y con base en la definición del derecho administrativo, se identifica como “descentralizada por servicio”.


  Al promulgarse la Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México (1944), sólo eran autónomas las universidades de Michoacán y San Luis Potosí, y el Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca. A partir de entonces se generaliza en todo el país la tendencia a otorgar la autonomía a las universidades, bien por modificación de su Ley porque se otorga este carácter cuando se transforman de instituto en universidad, o bien porque son creadas desde un principio como autónomas, como es el caso de las cinco últimas universidades públicas, establecidas a partir de 1973: Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, Universidad Autónoma Metropolitana, Universidad Autónoma de Chiapas, Universidad Autónoma de Baja California Sur y Universidad Autónoma de Tlaxcala. En la actualidad, sólo cuatro universidades no son autónomas, en tanto el Poder Ejecutivo del Estado participa, en una o en otra forma, en la designación del rector, y en ocasiones también de sus directores o del personal docente y administrativo: Universidad de Colima, Universidad de Guadalajara, Universidad de Guanajua to y Universidad Veracruzana. Sin embargo, en lo académico estas universidades son propiamente autónomas.


  Aun cuando el ámbito de autonomía no es exactamente igual en todas las universidades, podrían señalarse como características fundamentales de la autonomía universitaria las siguientes:


  a) Gobierno de la Universidad. La universidad designa libremente a sus autoridades: Junta de Gobierno; Consejo Universitario; Rector; Patronato; Directores de Facultades, Escuelas e Institutos. Además, la ley de cada universidad establece que puede organizarse como lo estime mejor y expedir para este efecto sus propias normas, dentro de los lincamientos fijados por la misma ley.


  b) Actividades académicas. La universidad imparte sus enseñanzas y desarrolla sus investigaciones de acuerdo con el principio de libertad de cátedra y designa a su personal académico; expide certificados de estudios, grados y títulos; también tiene facultad para otorgar, con fines académicos, validez a los estudios que se hagan en otros establecimientos educativos del país y extranjeros; además, reconoce o incorpora, de acuerdo con sus propios reglamentos,estudios de bachillerato o de licenciatura que se imparten en instituciones privadas.


  c) Financiamiento. La universidad administra libremente su patrimonio y determina su presupuesto. Los ingresos de las universidades públicas autónomas provienen en gran medida del sector público (gobierno federal y gobiernos de los estados); en esta circunstancia, la universidad solicita las aportaciones correspondientes. En algunos casos, la ley de la universidad fija el compromiso del Estado para una contribución anual, sin determinar cantidad o porcentaje.


  d) Ámbito de la autonomía. Las universidades autónomas, sin embargo, quedan comprendidas dentro del Estado, y consecuentemente no pueden sustraerse al orden legal que regula la vida del país. En este sentido, la autonomía significa libertad internade la universidad, y sus límites quedan establecidos por las leyes que ordenan la vida nacional, por lo que autonomía no significa extraterritorialidad. Es importante señalar, por último, que algunas leyes de universidades de los estados determinan textualmente la responsabilidad del Estado para proteger y mantener la autonomía de la universidad “por todas las leyes y autoridades” (Universidad de Durango) ; algo semejante establece la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí,añadiendo “sin que pueda (el Estado) por ningún concepto impedir o dificultar la organización, libre gobierno, funciones o relaciones de la universidad, la designación de sus funcionarios o profesores o el desempeño de sus cargos o intentar su separación”.


  Notas al pie


  
    1 Justo Sierra, “La Universidad Nacional (Proyecto de creación)”, El Centinela Español, México, 10 de febrero de 1881. Reproducido por Jorge Pinto Mazal en La autonomía universitaria. Antología, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1974, pp. 23-27.


    2 Op. cit. pp. 30-31.


    3 Justo Sierra, Discursos, tomo V de sus obras completas, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1948, pp. 420-421.

  


  II. DESCRIPCIÓN Y OBJETIVOS DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR


  1. DESCRIPCIÓN


  A. El crecimiento del sistema


  Para referirnos al número de estudiantes registrados en las instituciones de educación superior del país, es necesario aclarar que en dichas instituciones se ofrecen, además de los estudios superiores (licenciatura, maestría, doctorado), los correspondientes al nivel medio superior (post-secundaria) denominado preparatoria o bachillerato. Esta situación se presenta en la mayor parte de las instituciones, pues si bien en todas se ofrecen los estudios de licenciatura, una gran mayoría atiende el nivel medio superior, pero son pocas las que ofrecen estudios de posgrado. En consecuencia, al presentar cifras de población escolar en las instituciones de educación superior, es necesario dividir el alumnado total en los tres tipos de estudios antes señalados.


  En 1977 había un total de 1 238 782 alumnos inscritos en todas las instituciones de educación superior del país, correspondiendo 652 580 al nivel medio superior o bachillerato;1 565 141 a los estudios de licenciatura y 20 791 a estudios de posgrado (maestría y doctorado). Diez años antes, en 1965-1966, el total de alumnos era de 255 817, correspondiendo 112 717 al bachillerato; 141 194 a la licenciatura y 1 906 al posgrado. El incremento en este periodo de diez años fue de 119% en el total de la población escolar; en cada nivel, el incremento fue de 479% en el bachillerato; 300% en licenciatura y 1 000% en posgrado.


  Estos aumentos de población escolar son resultado de:


  1. Incremento demográfico del país. Según el censo general de población de 1970, el 48.5% de toda la población del país tenía 15 años de edad o menos; diez años antes, en 1960, este grupo de edad era el 46.4%, y en 1950 era el 43.7%. Por el contrario, la población de 25 años de edad o más, pasó del 39.1% en 1950 al 37.1% en 1960, y finalmente al 34.9% en 1970. Estas cifras muestran el notable aumento de población joven que incide sobre el sistema nacional de educación. El alto índice de incremento demográfico y la distribución de la población por grupos de edad, se presentan en el Cuadro I.


  2. Política de expansión del sistema. En el año de 1959, con base en las proposiciones de la Comisión Nacional, constituida para proponer soluciones al problema de la educación primaria (gran porcentaje de niños en edad escolar que no va a la escuela, o que deserta de las aulas), se acordó poner en ejecución el Plan de Once Años, “concebido con dos metas complementarias: ir aumentando en todas partes las oportunidades de inscripción en el primer grado, para las niños que no han asistido jamás a ninguna escuela, y crear sucesivamente los grados superiores que faltan aún en la mayoría de las escuelas rurales de la República.”2 Este Plan implicó la construcción de aulas, la formación de los profesores y el mejoramiento de la enseñanza. Los efectos del Plan de Once Años para la extensión y el mejoramiento de la educación primaria se dejaron sentir en la década 1960-1970: la población escolar inscrita en educación primaria pasó de 4 885 000 alumnos a 8 873 000. Este incremento ha repercutido, como era natural, en los niveles educativos posteriores, á partir de la escuela secundaria.


  [image: Cuadro I Población nacional por grupos de edad Fuente: Censos de 1950, 1960 y 1970.]


  Por otra parte, no sólo se cumplió el Plan en el periodo previsto, sino que continuó la política de expansión de la educación primaria. Además, esta expansión se consideró también, aunque posteriormente, para la enseñanza secundaria. En cuanto a las universidades e instituciones superiores, que recibieron los aumentos de población resultantes de esta política de crecimiento, también vieron incrementada notablemente la participación económica del Estado para hacer frente a este proceso de crecimiento.


  Esta continuidad en las políticas de apoyo tanto a la enseñanza primaria como a la enseñanza secundaria, la media superior y la superior, ha dado como resultado un notable incremento en las cirfras de población escolar en el sistema nacional de educación (Cuadro II).


  [image: Cuadro II POBLACION ESCOLAR POR NIVELES 1960-1977]


  Algunas de las cifras sobre educación superior nos ofrecen la imagen, a nivel nacional, del crecimiento de este servicio educativo. EI periodo comprendido en los datos que se presentan a continuación es de los años escolares 1969-1970/1976-1977. El cuadro III recoge cifras sobre población escolar.


  [image: Cuadro III CRECIMIENTO DE LA POBLACION ESCOLAR DE NIVEL SUPERIOR (LICENCIATURA) 1969-70/1976-77]


  Con este crecimiento de la población escolar ha aumentado el número de escuelas superiores en las universidades e instituciones, así como el número de profesores:


  [image: Cuadro IV NUMERO DE ESCUELAS SUPERIORES Y PROFESIONALES 1969-70/1976-77]


  Es importante señalar que de 26 485 profesores que había en 1970-1971, sólo 2 339 eran de tiempo completo, y 1 378 de medio tiempo; en 1976-77, estos profesores eran, respectivamente, 8 423 y 4 691, de un total de 49 157. El resto eran profesores de tiempo parcial.


  En el periodo mencionado, las cifras de alumnos de primer ingreso pasó de 68 193 a 149 108.


  La población escolar de posgrado (maestría y doctorado) pasó de 6 461 alumnos en 1970-71 a 20 971 en 1976-1977. En el mismo periodo, el número de instituciones que ofrecen este tipo de estudios aumentó de 13 a 43 en todo el país.


  B. Las instituciones del sistema, población escolar, profesorado y presupuestos


  La educación mexicana se rige por lo dispuesto en el Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y su ley reglamentaria, la Ley Federal de Educación. De acuerdo con la legislación vigente, las instituciones de educación superior se distinguen en públicas y privadas, pero en cada grupo se subdividen según determinadas características de naturaleza jurídica.3


  ● Universidades públicas autónomas. Creadas por un acto legislativo del Congreso de la Unión o de los congresos de los estados. La ley que las crea establece su autonomía. Son organismos descentralizados del Estado, con personalidad jurídica propia, con capacidad para designar sus propias autoridades, determinar sus planes y programas de estudio y ejercer su patrimonio. La Ley Federal de Educación, vigente desde el mes de diciembre de 1973, establece en su Artículo 31: “La función educativa a cargo de las universidades y los establecimentos de educación superior que tengan el carácter de organismos descentralizados del Estado se ejercerá de acuerdo con los ordenamientos legales que los rijan”. De acuerdo con esta disposición, si la ley emanada del Poder Legislativo (Congreso de la Unión o congresos locales) otorga a una universidad la autonomía, la función educativa se realizará dentro de este marco legal.


  ● Universidades públicas estatales. Creadas por los congresos de los estados, estas universidades son organismos públicos con personalidad jurídica propia; pueden ser descentralizadas del Estado, pero en todo caso no tienen autonomía, en cuanto para la designación de sus autoridades interviene en alguna forma el Estado. Sin embargo, estas universidades pueden por lo general, determinar sus actividades académicas.


  ● Instituciones dependientes del Estado. Estas instituciones son creadas por el Estado. Sus autoridades, según el caso, son designadas por el Poder Ejecutivo Federal o por el Poder Ejecutivo del estado correspondiente, y con pocas excepciones, esta dependencia también se establece con relación a su forma de administración y a sus planes y programas de estudios. En el caso del Gobierno Federal, sus instituciones dependen directamente, y en su mayoría, de la Secretaría de Educación Pública, pero también pueden crearse por otras Secretarías de Estado; el Artículo 27 de la Ley Federal de Educación establece que “La formulación de planes y programas de estudios y el establecimiento de instituciones educativas que realice el Poder Ejecutivo Federal por conducto de otra Secretaría o Departamento de Estado, se hará en coordinación con la Secretaría de Educación Pública. Estas otras dependencias del Ejecutivo Federal expedirán certificados, diplomas y títulos que tendrán la validez correspondiente a los estudios realizados”.


  ● Instituciones privadas libres. Son organismos privados con reconocimiento de validez oficial de estudios mediante acuerdo expreso del Presidente de la República, de acuerdo con el Reglamento para la Revalidación de Grados y Títulos Otorgados por Escuelas Libres Universitarias, del 26 de junio de 1940. Algunas de las instituciones particulares que deseen obtener la revalidación por el Gobierno Federal de los estudios, grados y títulos que confieren, podrán acogerse a las disposiciones de este reglamento (Artículo 1o.); “Las escuelas reconocidas elaborarán libremente sus planes de estudios, programas, métodos de enseñanza, pero no podrán ponerlos en vigor sin la previa autorización de la Secretaría de Educación Pública...” (Artículo 5o.); “Las escuelas reconocidas tendrán completa libertad respecto de todas las cuestiones administrativas concernientes al plantel, sin más limitación que las establecidas por la leyes” (Artículo 6o.); “El reconocimiento otorgado en favor de una escuela universitaria confiere a ésta personalidad jurídica para todos los efectos legales” (Artículo 7o.); “El reconocimiento será otorgado mediante acuerdo expreso del Presidente de la República” (Artículo 8o.). El último acuerdo se expidió el año de 1962.


  ● Instituciones privadas, reconocidas por la Secretaría de Educación Pública, por los gobiernos de los estados o por organismos descentralizados del Estado.De acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los estudios realizados en planteles particulares requieren, por parte del Estado, autorización oreconocimiento de validez oficial de estudios. La autorización expresa del poder público se requiere cuando se trata de educación primaria, secundaria y normal, y para la de cualquier tipo o grado destinada a obreros y a campesinos. El reconocimiento de validez oficial de estudios se requiere para estudios diferentes de los antes enumerados, entre los cuales se incluye la educación superior. El reconocimiento de validez oficial de estudios puede otorgarse por la Secretaría de Educación Pública, por el gobierno del estado correspondiente (Artículo 35 de la Ley Federal de Educación) y por los organismos descentralizados del Estado, si sus leyes les otorgan esta capacidad, puesto que su función educativa se ejercerá de acuerdo con los ordenamientos legales que los rijan (Artículo 31 de la Ley). Este reconocimiento es el que permite considerar como parte del sistema educativo nacional los estudios superiores realizados en planteles particulares.


  La población escolar de nivel superior (licenciatura y posgrado) se divide en 507 288 alumnos registrados en instituciones públicas y 78 644 en instituciones privadas, o sea 86.5% y 13.5% respectivamente.4


  De la población escolar registrada en instituciones superiores, 376 980 alumnos corresponden a universidades públicas autónomas y estatales; 106 423 a instituciones de enseñanza técnica, agropecuaria y pesquera; 11 253 a instituciones públicas dependientes de secretarías de estado; 67 a instituciones públicas descentralizadas (únicamente con estudios de posgrado) y 12 565 a instituciones dependientes de los estados. Gomo se ve, un porcentaje muy importante de población escolar corresponde a instituciones públicas, o sea que la educación superior en México es atendida principalmente por organismos descentralizados del Estado, por el Gobierno Federal y por los gobiernos de las entidades federativas. En el Cuadro V se presenta la distribución de toda la población escolar.


  Todas las instituciones de educación superior del país contaron en 1977 con una planta docente de 49 157 profesores, de los cuales la gran mayoría solamente dedicó a la enseñanza tiempo parcial, es decir, una o varias asignaturas que representaron un número pequeño de horas por semana en todo su tiempo de ocupación. Es preciso señalar, sin embargo, el número de profesores que se dedican casi exclusivamente a la docencia y acumulan un considerable número de horas de clase semanales, sin que propiamente, y desde un punto de vista formal, puedan ser considerados de tiempo completo. Los profesores que poseen esta categoría son pocos: apenas 8 423, o sea un 17.13% del total en servicio. Además, 4 691 profesores son de medio tiempo. Seis años antes, el total de profesores de educación superior en el país era de 26 485, de los cuales 2 339 eran de tiempo completo, o sea un 8.8%. El incremento total del profesorado en este periodo fue de 85.6%


  [image: Cuadro V Distribución de la población escolar de nivel SUPERIOR (LICENCIATURA Y POSGRADO) POR TIPO DE INSTITUCIÓN 1977]


  La distribución del profesorado de tiempo completo por tipo de institución muestra diferencias muy notorias. Mientras las instituciones públicas en su conjunto cuentan con un total de 7 211 profesores de tiempo completo, las privadas tienen 1 212. Si se confrontan estas cifras con las de población escolar que se ofrecen en el Cuadro V, podrán encontrarse las diferencias antes señaladas. El Cuadro VI presenta los totales de profesorado de tiempo completo, medio tiempo y tiempo parcial, por tipo de institución.


  Los recursos económicos de las instituciones de educación superior proceden de aportaciones del Gobierno Federal, de los gobiernos de los estados, del pago de colegiaturas por educación y de otros pagos por servicios educativos, más ingresos procedentes de diversas fuentes privadas (donativos y aportaciones). A fin de facilitar el manejo de todas estas fuentes de ingreso, las procedentes del Gobierno Federal y de los gobiernos de los estados se denominarán del “sector público” y el resto se denominará “ingresos propios”.


  La educación superior que se imparte en las instituciones públicas es prácticamente gratuita para quien la recibe. El pago anual de colegiaturas es diferente en cada lugar, pero va desde cantidades puramente simbólicas ($10.00 o $50.00) hasta $600.00, $700.00 o $900.00. Solamente dos instituciones públicas tienen cobro de cuotas altas, más el sistema de crédito educativo para los estudiantes. De acuerdo con 10 anterior, el costa de la educación recae fundamentalmente en el Estado. Por su parte, las instituciones privadas se apoyan (con la excepción de unas pocas) únicamente en los ingresos propios.


  [image: Cuadro VI PROFESORADO POR CATEGORlAS 1977]


  Las universidades públicas ejercieron en 1976 un presupuesto aproximado de siete mil millones de pesos, de los cuales el sector público aportó seis mil cuatrocientos millones, y el resto de obtuvo por ingresos propios.5 En las instituciones de enseñanza técnica, agropecuaria y pesquera, el sector público aportó mil novecientos millones y ocho millones y medio provinieron de ingresos propios. Una proporción similar se puede ver en las instituciones públicas descentralizadas y en las que dependen de los gobiernos de los estados. En cambio, en las instituciones privadas los ingresos propios representan el porcentaje más alto de los ingresos, o bien es la única fuente de recursos. En el cuadro VII se presentan las cantidades correspondientes a los diferentes tipos de instituciones, divididas en las procedentes del sector público y las obtenidas por ingresos propios.


  Sobre las cifras del cuadro VII es pertinente hacer algunas aclaraciones. Con relación a las aportaciones del sector público, de los $8 713 288 900 corresponden $7 860 571 600 al Gobierno Federal y el resto, o sea $852 717 000 a los gobiernos de los estados. En cuanto a las instituciones privadas libres, el gasto público se aplica en su mayor parte a El Colegio de México (31 millones) y el resto al Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey. El gasto público aplicado a instituciones privadas con reconocimiento de validez oficial de estudios proceden de los gobiernos de los estados y del Gobierno Federal; esta última aportación se dedica preferentemente a la educación agrícola.


  [image: Cuadro VII INGRESOS PROCEDENTES DEL SECTOR PUBLICO Y Los OBTENIDOS POR INGRESOS PROPIOS, POR TIPO DE INSTITUCION 1976]


  La cantidad total del gasto nacional en educación superior en 1976 se puede fijar aproximadamente en 13 mil millones de pesos, que se obtiene si al total señalado en el cuadro VII se añaden las cantidades asignadas por el sector público para los gastos corrientes de los meses de septiembre a diciembre, más las aportaciones anuales, públicas y privadas, destinadas a gastos de inversión.


  C. Organización y gobierno institucional


  En las universidades e instituciones de educación superior funcionan diversos tipos de organización, tanto por lo que se refiere a los cuerpos de gobierno como por la forma de participación de profesores y alumnos en la integración de dichos cuerpos de gobierno a nivel institucional. A continuación se presentan los diferentes cuerpos colegiados y autoridades que ejercen el gobierno de las instituciones superiores de carácter público autónomo, fundamentalmente universidades. Importa señalar, además, que las universidades se integran por lo general con escuelas y facultades, y, en muy pocas excepciones existe la organización departamental. En uno y otro caso, sin embargo, las unidades escolares, trátese de escuelas o departamentos, participan en los órganos colegiados de gobierno.


  Junta de Gobierno. Este órgano colegiado de gobierno funciona en un número considerable de universidades. La junta de gobierno se creó originalmente en la Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México (1945), utilizándose este modelo en las leyes de otras instituciones.6 Su función primordial suele ser la designación de las autoridades (rector y directores de escuelas y facultades), pero además le corresponde el papel de órgano arbitrador cuando surgen conflictos entre las autoridades de la universidad. En algunas universidades se reconoce a la junta de gobierno como la máxima autoridad en caso de presentarse situaciones o conflictos graves.


  La junta de gobierno con mayor número de miembros (15) es la de la Universidad Nacional Autónoma de México, y las más reducidas tienen sólo 5 miembros. Con excepción de la primera instalación de la junta de gobierno, para la cual se fija un procedimiento especial por una única vez, los miembros suelen ser electos por el Consejo Universitario, renovándose por lo general uno cada año, y en caso de disponerlo la ley, cuando se llega a una edad límite. Para la elección de los miembros de la junta de gobierno se toman en cuenta sus méritos académicos, el haber prestado servicios docentes o de investigación o haber demostrado su interés en la educación superior. Mientras permanecen en su cargo no pueden realizar ninguna función directiva en la institución, sino después de haber pasado un periodo de tiempo de su separación de la junta.


  Consejo Universitario. Es el órgano colegiado representativo de profesores y estudiantes, y con pocas excepciones es la máxima autoridad en las universidades públicas. El consejo universitario es presidido por el rector y forman parte de él los directores de las facultades, escuelas e institutos, más la representación antes señalada de profesores y estudiantes. Esta triple composición es común a los consejos de todas las universidades, pero el número de representantes puede cambiar, modificando la composición misma del cuerpo colegiado. Los miembros del consejo universitario son de dos clases: los consejeros electos y los consejeros ex-oficio. Estos últimos son los directores de facultades, escuelas e institutos, y en ocasiones algún otro funcionario de la universidad; los consejeros electos son los representantes de los profesores y los alumnos. En algunos casos, el número de profesores consejeros electos es igual al de directores, o sea que por cada facultad, escuela o instituto forman parte del consejo universitario un consejero ex-oficio y un profesor consejero electo, a los que se añade un alumno consejero electo. Hay universidades en que la representación por facultad, escuela o instituto es de dos profesores y dos alumnos. Además, en algunas universidades el consejo cuenta con la representación del órgano estudiantil que agrupa a los alumnos a nivel institucional, o la de la asociación de graduados o egresados. Hay también consejos universitarios en los que la representación se concibe en paridad, es decir, un número de consejeros alumnos igual al de consejeros profesores y consejeros ex-oficio, de modo que la representación estudiantil en el consejo no sea minoría, ni mayoría, sino exactamente la mitad del cuerpo colegiado.


  Al consejo universitario corresponde expedir las normas y reglamentos internos de la universidad; aprobar los planes y programas de estudios; crear o suprimir escuelas, facultades y centros de investigación, así como carreras y estudios especializados y de posgrado; aprobar los presupuestos de ingresos y egresos de la institución; resolver sobre solicitudes de reconocimento de validez oficial de estudios, y en general al consejo universitario se le atribuy entodas las facultades que no corresponden a otra autoridad de la institución. En algunas universidades el consejo nombra al rector y a los directores de facultades, escuelas y centros de investigación. Cuando no existe junta de gobierno, el consejo resuelve conflictos que surgen entre las autoridades de la institución.


  Senado Universitario. Éste es el cuerpo colegiado que en las universidades privadas cumple las funciones, o algunas de ellas, de los consejos universitarios en las universidades públicas. El senado universitario se integra por el rector, representantes del personal académico, representantes de los alumnos de licenciatura y de posgrado, y también en algunos casos por ex-alumnos. A este cuerpo le compete la autoridad y la responsabilidad principal de la institución, con la finalidad de señalar políticas generales, tomar decisiones sobre la orientación general de la institución y llevar a la universidad las necesidades y las inquietudes de la institución.


  Patronato Universitario. Los patronatos son órganos de gobierno sólo en algunas universidades. Si es órgano de gobierno le corresponde principalmente administrar el patrimonio universitario, formular el presupuesto de ingresos y egresos; presentar al consejo universitario la cuenta correspondiente a cada ejercicio presupuestal; gestionar el incremento del patrimonio universitario y designar al tesorero de la universidad. La forma en que se integran los patronatos es muy variable.


  El Rector. Es el funcionario que representa a la institución. En las universidades autónomas es electo por la junta de gobierno o por el consejo universitario, o bien por un procedimiento de elección en el que participan los miembros de la comunidad, profesores y estudiantes, emitiendo su voto. En algunas universidades este procedimiento es por voto directo, o bien mediante un sistema que funciona inicialmente a nivel de escuelas y facultades, o en forma separada en cuanto al voto de los profesores y al de los estudiantes. En las universidades que no son autónomas el rector es designado por el Poder Ejecutivo del estado, bien directamente o de una terna que le presenta el consejo universitario. Una tercera forma de designación es por el consejo universitario, de una terna que presenta el Poder Ejecutivo del estado.


  Para ser rector, las leyes orgánicas de las universidades establecen determinados requisitos. Por lo general, se exige la nacionalidad mexicana, pero además algunas leyes exigen ser mexicano por nacimiento; en cuanto a la edad, el mínimo exigido es 30 o 35 años, y el máximo puede ser entre los 60 y 75 años. El grado académico exigido en todas las universidades es el de licenciatura o título profesional. Con pocas excepciones, y bajo diferentes fórmulas, las leyes orgánicas señalan que para ser rector se requiere haberse distinguido en su especialidad, ser persona honorable, y en algunos casos haber prestado servicios docentes o de investigación en la universidad durante un periodo determinado, que puede ser hasta de diez años. También, en algunas universidades el puesto de rector es incompatible con puestos de elección popular, o el ser o haber sido ministro de algún culto religioso.


  La duración del cargo de rector puede ser de 3, 4 o 5 años, y se permite en ocasiones la reelección, indefinida o por una sola vez, aunque la tendencia es a prohibir la reelección.


  El rector de la universidad es el representante legal de la institución y la autoridad ejecutiva. Le corresponde presidir el consejo universitario, celebrar todos los actos jurídicos en que participa la institución, y en general vigilar la buena marcha de la universidad, el cumplimiento de las resoluciones del consejo y en su caso de la junta de gobierno. El rector designa al secretario general de la universidad y a los diversos funcionarios administrativos; en algunas universidades el rector hace proposiciones para la designación de directores de facultades, escuelas e institutos.


  Los directores de facultad, escuela o instituto. Estos funcionarios tienen a su cargo, a nivel de facultad, escuela o instituto, atribuciones similares a las del rector y para su designación deben también considerarse los requisitos fijados para éste. Su elección también se sujeta al procedimiento fijado para el cargo de rector.


  Los consejos técnicos o juntas directivas. Funcionan en cada facultad o escuela, se integran por el director y los representantes de los profesores y los estudiantes. En algunas universidades la representación es paritaria; en otras, participan todos los profesores y un número determinado de alumnos. La función de los consejos técnicos o juntas directivas se refiere fundamentalmente a la aprobación de planes de estudio que se turnan al consejo universitario; aprobación de programas de estudios y en general todo lo relacionado con las actividades académicas.


  D. Integración de las instituciones


  Las universidades e institutos de educación superior están agrupadas en la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, organismo creado por las mismas instituciones el año de 1950. Los principales fines de esta Asociación según su Estatuto de 1961 son:


  1. Estudiar los problemas académicos y administrativos del sistema nacional de educación superior para su planeación integral dentro del sistema nacional educativo y sugerir a las instituciones miembros, y a las autoridades educativas, la adopción de recomendaciones para el mejor funcionamiento de las instituciones de educación superior.


  2. Propiciar las gestiones tendientes a mejorar los servicios encomendados a las instituciones miembros.


  3. Fomentar el intercambio de personas, de información y de servicios entre instituciones miembros.


  4. Estudiar el problema económico de la educación superior en general y de cada institución en particular y efectuar las gestiones procedentes para su solución.


  5. Promover el desarrollo de actividades de docencia, investigación y difusión cultural en las instituciones miembros, de acuerdo a características regionales y dentro de una planeación nacional e integral.


  La Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, de acuerdo con su estatuto, realiza sus fines respetando la autonomía de las instituciones miembros. Además, los acuerdos obtenidos en la Asamblea General de la Asociación tienen el carácter de recomendaciones y sugestiones y obligan a las instituciones en la medida en que son ratificados por sus organismos internos de gobierno.


  Los órganos de gobierno de la Asociación son: a) La Asamblea General, integrada por los rectores y directores de las instituciones miembros, y es la máxima autoridad de la Asociación; b) el Consejo Nacional, formado por los rectores coordinadores de las siete regiones universitarias en que el estatuto de la Asociación divide el país, más el Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México, el Director General del Instituto Politécnico Nacional y el Secretario General Ejecutivo de la Asociación. Los rectores coordinadores de las siete regiones son los de la Universidad de Sonora, Universidad Autónoma de Nuevo León, Universidad Autónoma de San Luis Potosí, Universidad de Guadalajara, Universidad Autónoma de Puebla, Universidad Veracruzana y Universidad de Yucatán; c) los Consejos Regionales, coordinados por los rectores de las siete universidades enumeradas en el punto anterior; d) el Secretario General Ejecutivo, funcionario electo por la Asamblea General para cubrir periodos de tres años, con posibilidad de reelección. El Secretario General Ejecutivo es el representante legal de la Asociación.


  Las instituciones de enseñanza técnica, dependientes de la Secretaría de Educación Pública, además de pertenecer en su mayor parte a la Asociación Nacional de Universidades, se integraron en el mes de diciembre de 1975 en el Consejo del Sistema Nacional de Educación Técnica. La Ley que lo crea lo define como un “órgano colegiado de consulta obligatoria y asesoriamiento de la Secretaría de Educación Pública, para coordinar dentro del sistema educativo nacional a las instituciones de educación técnica de tipos medio superior y superior y vincular la política educativa con el desarrollo económico y social del país”.


  Las atribuciones del Consejo del Sistema Nacional de Educación Técnica, de acuerdo con el Artículo 2 de la Ley que lo crea, son:


  I. Auxiliar en la planeación de los mecanismos de evaluación y expansión del sistema;


  II. Asesorar en la formulación de los planes y programas de educación técnica de tipos medio superior y superior;


  III. Revisar periódicamente los planes y programas de educación técnica y proponer al secretario de Educación Pública las modificaciones necesarias para mantenerlos actualizados, tomando en consideración las auscultaciones de carácter nacional, regional o sectorial que al efecto realice el Consejo;


  IV. Sugerir políticas y lincamientos para la investigación científica y tecnológica dentro del sistema;


  V. Proponer las medidas adecuadas para el fortalecimiento de los vínculos entre las instituciones de enseñanza e investigación nacionales y extranjeras, para el desarrollo de la educación técnica;


  VI. Favorecer el mayor intercambio de experiencias, información y medios de trabajo entre ias instituciones del sistema.


  VII. Formular proyectos de modelos educativos que contribuyan a superar permanentemente el nivel académico de la educación técnica;


  VIII. Prestar asesoramiento en la organización de programas de becas a nivel nacional e internacional, para la formación de docentes e investigadores del sistema.


  IX. Aconsejar mecanismos para la cooperación interdisciplinaria e interinstitucional en el desarrollo de programas de investigación científica y tecnológica en áreas comunes;


  X. Elaborar proyectos de planes para la expansión del sistema nacional de educación técnica en áreas prioritarias de investigación, de acuerdo a los requerimientos nacionales;


  XI. Sugerir a las instituciones del sistema programas de coordinación para la prestación del servicio social;


  XII. Proponer el establecimiento de empresas industriales agropecuarias y de explotación de los productos del mar que respondan a las necesidades del sistema y contribuyan al desarrollo nacional independiente;


  XIII. Recomendar la publicación y difusión de obras científicas, técnicas y culturales que puedan utilizarse como libros de texto y de consulta en las instituciones del sistema; y


  XIV. Las demás que le confieran este ordenamiento u otras disposiciones legales.


  2. LOS OBJETIVOS


  A. Los objetivos de la educación superior y los problemas sociales


  Las leyes orgánicas de las universidades señalan sin excepción que las finalidades de estas instituciones son: a) impartir educación superior; b) realizar investigación, y c) difundir la cultura. Identificados así los fines para los que fueron creadas las universidades su cumplimiento corresponde a las características y condiciones particulares de cada institución; sin embargo, la definición propone la orientación que debe animar a cada una de estas acciones, y el sentido social y de participación, mediante estas actividades, en la solución de los problemas nacionales. En estas disposiciones legales se utilizan diversas fórmulas que se pueden agrupar como sigue:


  ● Impartir la educación con conciencia de responsabilidad social.


  ● Formar profesores e investigadores en las discipliñas científicas y culturales más directamente relacionadas con el desarrollo socioeconómico, regional y nacional.


  ● Formar recursos humanos para beneficio directo de la población del país y para su desarrollo económico independiente, con justicia social y en la libertad.


  ● Estudiar los problemas actuales de la convivencia humana y particularmente en México.


  ● Desarrollar la solidaridad humana.


  ● Desarrollar en los alumnos y en los egresados un elevado sentido humano de servicio y solidaridad social.


  ● Contribuir a través de la educación al desarrollo, e independencia social, económica, científica, técnica y cultural.


  ● Fomentar y realizar investigación científica dando preferencia a las que tienden a resolver los problemas estatales y nacionales.


  ● Extender los beneficios de la cultura.


  ● Propiciar la aplicación de los conocimientos científicos en la solución de los problemas estatales y nacionales para superar las condiciones de vida del pueblo.


  ● Constituir a la universidad en agente de cambio, coadyuvando al desarrollo cultural, económico y social del estado y de la nación.


  Estos principios establecidos por la ley no ha sido posible, en todos los casos, llevarlos a la práctica de modo que las acciones de las universidades se identifiquen dentro del marco social y del interés nacional antes expuesto. Esta circunstancia llevó a las universidades e instituciones de educación superior, como parte de un proceso de planeación educativa iniciado con un diagnóstico cuantitativo y cualitativo del sistema de enseñanza en este nivel, a la precisión de los objetivos fundamentales de la educación superior en México. Esta definición de objetivos se acordó en la Asamblea General de la Asociación Nacional de Universidades, celebrada en el mes de marzo de 1970. En aquella ocasión se fijaron siete objetivos teóricos: cuatro en relación con la actividad de enseñanza, uno sobre investigación y otro para la difusión de la cultura; el último se consideró en relación con la función crítica de las instituciones de educación superior. “El enunciado de objetivos que a continuación se propone —se afirma en el Documento de 1970—, si bien pudiera responder en cierta forma a la concepción tradicional de las instituciones de enseñanza superior, en tanto organismos a los que corresponde como tarea la docencia, la investigación y la difusión cultural, descansa en realidad en una hipótesis más amplia y ambiciosa, la de que en la hora actual nuestras instituciones deben asumir con lucidez la responsabilidad de convertirse en focos de estímulo del desarrollo integral del país y, en este sentido, no sólo proporcionar en la cantidad y calidad requerida, los cuadros técnicos y científicos que la realidad demanda, sino también, y fundamentalmente, formar hombres para el desarrollo, dotados de aquellas condiciones personales que les permitan, en la madurez de su conciencia y de su acción, orientar la marcha del país hacia su desenvolvimiento acelerado, integral, equilibrado y con sentido humanista, en el significado más amplio del término”.


  Los siete objetivos teóricos señalados por las universidades e institutos de enseñanza superior son:


  I. A través de su función docente:


  1. “Promover, por el dinamismo y racionalidad de su estructura, sus métodos y su estilo pedagógico, la formación de los hábitos y actitudes que configuran un tipo humano capaz de convertirse en agente consciente del desarrollo (creatividad, capacidad de autoaprendizaje, sentido crítico, disciplina y organización en el trabajo, sentido de responsabilidad personal y social).”


  2. “Adecuar la estructura de su producto por áreas de conocimento a las necesidades del desarrollo integral. En este sentido deberá evitarse el ajuste mecanicista a las demandas de mano de obra de un momento determinado, procurando satisfacer, en forma amplia y dinámica, las necesidades del desarrollo.”


  3. “Proporcionar al alumno la información de mayor calidad y actualidad, para lograr y preservar el proceso de desarrollo autónomo de la nación.”


  4. “Ofrecer en la más alta proporción posible la oportunidad de la educación superior, con la variedad de niveles y campos que la realidad del país haga recomendable.”


  II. A través de su función de investigación


  5. “Vincularse, por sus actividades de investigación, a la resolución de los problemas del país sin que esto signifique condicionar la investigación en forma estrictamente utilitarista”.


  III. A través de su función en la difusión cultural:


  6. “Contribuir a la elevación del nivel estructural técnico y cívico de la población a través de sus actividades extra-académicas de difusión”.


  IV. A través de su función crítica:


  7. “Actuar en núcleos de análisis científico de la problemática del país y a través de su actividad libre, depurar planteamientos, señalar errores y ofrecer soluciones”.


  Esta definición de objetivos muestra la preocupación por identificar las tareas de la educación superior con la solución de los problemas nacionales. Se trata de lograr una adecuación de las actividades de las universidades e institutos de enseñanza superior a la realidad económica, social y cultural del país.


  B. El acceso a la educación superior, la “demanda social” y la “demanda económica”


  El sistema de educación superior, extendido y ampliado a partir de la década de los años cincuentas, ha multiplicado el número de sus instituciones, escuelas y carreras y recibe cada año más estudiantes de primer ingreso, que aumentan las cifras de población escolar inscrita en este nivel.


  Como ya se explicó anteriormente,7 se requiere la terminación de los estudios de preparatoria o bachillerato para ingresar al nivel superior. Estos estudios se ofrecen, en la mayoría de los casos, por las propias universidades e instituciones educativas superiores. La población escolar de bachillerato era de 230 676 alumnos en 1970 y pasó a 652 580 en 1977. Estos incrementos repercuten directamente en el ingreso al nivel superior. En el periodo 1970-1976 el primer ingreso al nivel superior se incrementó en un 138%, como se puede ver en el cuadro VIII.


  [image: Cuadro VIII Alumnos de primer ingreso al nivel superior (licenciatura), 1970-1977]


  En 1960 se atendió en educación superior al 2.7% del grupo de edad 20-24 años; este porcentaje subió al 3.7% en 1965, al 5.4% en 1970 y al 10.4% en 1975. Tales incrementos son resultado de la política de expansión del sistema de educación, considerado como un factor importante para el desarrollo nacional.


  Evidentemente, los requerimientos del país en recursos humanos calificados han aumentado en los últimos años, en la medida en que se extiende la producción agrícola e industrial y se generalizan los servicios de salud, asistenciales, culturales y administrativos. Pero de todas formas no ha existido una relación estrecha entre estos sectores y el de las instituciones superiores, y no se ha contado con información adecuada sobre este tipo de requerimientos. Sin embargo, el aumento en el número de alumnos en educación superior, que a su vez ha traído como resultado un mayor número de egresados cada año, ha dejado ver la capacidad nacional para absorber a estos egresados en un mercado profesional que apenas ahora, en fechas recientes, empieza a verse saturado en ciertas áreas.


  Así, el sistema de educación superior ha permanecido abierto a la expansión de sus servicios, por una parte como respuesta a las demandas nacionales de formación de profesionales, y por la otra, como respuesta a la demanda social de ingreso a la educación superior. Para atender ambas demandas, las universidades e instituciones de educación superior mantuvieron los estudios ya existentes y crearon otros nuevos. El acceso a la educación superior no sólo no se limitó, sino que se amplió, produciéndose en forma gradual y generalizada una situación que, identificada en términos de respuesta a los requerimientos de educación superior, ha venido a significar la atención a la demanda social más que a la demanda económica.


  Quienes acceden a la educación superior deciden su ingreso al área o carrera seleccionada. Estas opciones responden tanto a características individuales de los solicitantes de ingreso, como a condiciones de carácter general imperantes a nivel social. En el primer caso se trata de decisiones animadas por aspectos vocacionales, por el conocimiento de los estudios escogidos y por la identificación de la profesión correspondiente; en el segundo, pueden influir inercias sociales, prestigios profesionales y en general la concepción de los estudios superiores como una vía de acceso a mejores condiciones sociales y económicas. En ambos casos se trata de decisiones individuales que conforman una demanda social de educación superior, la cual no necesariamente se identifica con lo que el país necesita. En los últimos años, el acceso a la educación superior ha respondido más a la demanda de ingreso de los solicitantes que a los requerimientos del país en materia de recursos humanos calificados. Esto explica la saturación de determinadas carreras y la escasa población escolar en otras, no obstante que las primeras padezcan problemas de mercado profesional que derivan al desempleo o al subempleo, y las segundas ofrezcan condiciones muy diferentes, tanto por el escaso número de sus egresados como por las posibilidades que pueden proponer para participar en actividades importantes para el desarrollo nacional. Por otra parte, esta respuesta del sistema de educación superior a la demanda social de ingreso es la causa de la multiplicación de escuelas en las carreras para las que se manifiesta clara preferencia: administración y contaduría, derecho, economía, medicina y otras.


  El acceso a la educación superior muestra claramente al sistema —o mejor dicho, a las universidades e instituciones educativas superiores— en la posición de atender una demanda social de ingreso que en los últimos 15 o 20 años ha sido mayor cada vez, y que sin duda continuará su incremento anual en el futuro. Este incremento es ahora de un 18% por año, y ubica a los nuevos estudiantes en carreras de todo tipo, pero con clara concentración en estudios profesionales del área de servicios: alrededor del 30% de toda la población escolar en el nivel de licenciatura se encuentra ubicada en derecho, economía, contaduría y administración en sus diversas especialidades.


  C. El avance y la difusión del conocimiento


  Los planes y programas de estudios de las carreras de nivel superior están concebidos como la organización e integración de diversos conocimientos y actividades orientados a la formación del individuo en una determinada actividad profesional. Se generan en los cuerpos colegiados de las escuelas, facultades o departamentos, y se autorizan por la máxima autoridad de cada institución.


  Las carreras de nivel licenciatura se pueden dividir en 6 grupos, de acuerdo al tipo de estudios que ofrecen:


  
    Ciencias Naturales y Exactas.


    Ciencias Médicas.


    Ciencias Agropecuarias.


    Ingeniería y Tecnología.


    Ciencias Sociales y Administrativas.


    Educación y Humanidades.

  


  Dentro de cada grupo las carreras se pueden identificar por los conocimientos que en ellas se imparten, o por la naturaleza de las actividades que realizan profesionalmente sus egresados, pero cada una tiene su propia fisonomía y contenidos programáticos. La función de la educación superior se concibe no sólo como conservación y transmisión del conocimiento, sino también como creación de nuevos conocimientos; pero a nivel de los estudios de licenciatura los programas están diseñados primordialmente como transmisión del conocimiento.


  Sin embargo, en esta actividad de transmisión del conocimento se puede hacer una distinción entre aquellos programas de estudios que no se renuevan y permanecen sin cambio en sus contenidos, y los que se modifican para incorporar los nuevos conocimientos adquiridos en la especialidad correspondiente. Podría afirmarse en términos generales que ambas situaciones se presentan por igual en todas las carreras, cualquiera que sea su agrupación, y que las diferencias se encuentran más bien entre las instituciones de acuerdo a las condiciones en que operan, esto es, la difusión del conocimiento depende en gran medida del profesorado disponible, de los servicios y acervo bibliotecario existentes y de la capacidad instalada en talleres y laboratorios.


  Si bien existe una tendencia en favor del proceso enseñanza-aprendizaje, prevalece todavía en gran medida una actividad docente de tipo tradicional que propicia una actitud pasiva en el estudiante, con el consiguiente efecto en relación a la adquisición de los nuevos conocimientos, y también en las posibilidades de acceso a los procesos de investigación. La relación entre docencia e investigación es por lo general nula, con excepción de algunas innovaciones de fecha reciente en algunas instituciones; consecuentemente, prevalece la enseñanza teórica y el cuerpo de conocimientos se integra en forma predominante con este tipo de enseñanza, que no considera ni la aplicación, ni el uso de los conocimientos.


  La biblioteca y sus servicios existen en todas las instituciones de educación superior, pero no ha sido posible ampliarla y actualizarla en sus acervos, ni mejorar y extender sus servicios. En este sentido, las condiciones de las bibliotecas reflejan directamente las condiciones de la docencia y de la difusión del conocimiento.


  En cuanto a los equipos de talleres y laboratorios, su uso depende de los programas de estudios, del valor que se asigne a las prácticas y de la concepción misma del proceso de la enseñanza.


  Durante mucho tiempo prevaleció el concepto del examen final recepcional como una demostración de los conocimientos y formación adquiridos, mediante la presentación de un trabajo de investigación o tesis. En la actualidad, y aunque se mantiene la presentación de tesis como una vía posible de examen final, se han aceptado otras formas igualmente válidas para este propósito. Esta decisión se tomó en virtud de que el trabajo de tesis no cumplía con el rigor requerido o representaba un obstáculo para la obtención del título. De todas formas, el examen final recepcional subsiste como un acto académico cuyo propósito fundamental es la demostración de los conocimientos y capacidad adquiridos por el estudiante a lo largo de sus estudios. En algunas instituciones el examen final se suple con la adquisición de un determinado número de créditos a nivel de posgrado.


  En los estudios de posgrado la relación docencia-investigación está implícita en los programas y forma parte de este tipo de estudios. Consecuentemente, en este nivel se cumple con mayor extensión y profundidad la difusión del conocimiento, y en algunas especialidades se logra además el avance del conocimiento. Los estudios de posgrado están concebidos principalmente para este fin, y en ellos se forman profesores e investigadores. Aun cuando no se han extendido en forma suficiente, los estudios de posgrado han tenido en los últimos diez años una expansión notable, y en los últimos seis se han visto beneficiados con la creación de becas en número muy considerable para que estudiantes de maestría y doctorado se formen en instituciones del país y extranjeras. Existen programas destinados exclusivamente a formar profesores y otros abiertos a la formación de especialistas de alto nivel en ramas de la producción y los servicios.


  Los estudios de maestría se ofrecen actualmente con más amplitud y diversidad que los de doctorado. Los programas están orientados a una especialización y tanto el personal docente como los alumnos son, en su mayor parte, de tiempo completo. Algunos programas, principalmente del nivel de doctorado, se integran con una mayor proporción de actividades de investigación; es decir, en las actividades mismas de investigación se cumplen los estudios del doctorado.


  Notas al pie


  
    1 Esta cifra corresponde a los estudiantes de bachillerato registrados en instituciones de educación superior y en escuelas de ese nivel, públicas y privadas.


    2 Jaime Torres Bodet, “Perspectivas de la educación”, México. 50 Años de Revolución, IV. La Cultura. Fondo de Cultura Económica, México, 1962, p. 4.


    3 Ver lista de instituciones en el Apéndice.


    4 Estas cantidades suman un total de 585 932 alumnos. Anteriormente se había citado una cantidad de 565 141. La diferencia, 20 791 alumnos corresponde a cursos intensivos de escuelas normales superiores y algunas universidades.


    5 Para la cifra del gasto público en educación superior en 1976, se incluyen las aportaciones del Gobierno Federal programadas hasta el mes de julio. En relación con los subsidios de los gobiernos de los estados, se tomaron las cantidades presupuestadas por las universidades al inicio del año.


    6 En el caso de la Universidad Nacional Autónoma de México, la Ley de 1945 estableció la Junta de Gobierno como órgano electoral, para superar el conflicto generado en el sistema de elección de rector por el Consejo Universitario. Ver apartado 2 del capítulo I.


    7 Ver apartado 1. A del capítulo II.

  


  III. LA ADMINISTRACIÓN DEL SISTEMADE EDUCACIÓN SUPERIOR


  1. LA PLANEACIÓN


  A. Los procesos de información


  La carencia de información sobre el sistema de educación superior ha impedido, en diversas ocasiones, identificar y conocer problemas específicos de este nivel educativo. En la actualidad, no es posibletodavía disponer de procesos de información ampliosy sistematizados sobre las instituciones que impartenla educación superior, y sobre todo el sistema en suconjunto. Sin embargo, en fecha reciente se establecieron bases suficientes para esperar que en cortoplazo se contará con mejores condiciones en la recolección, procesamiento y utilización de la información.


  En los últimos 17 años la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior obtuvo y cancentró información sobre las instituciones miembros, y ha promovido en ellas el establecimiento de la oficina o dependencia encargada de reunir la información institucional. En esta forma ha sido posible obtener, año con año, datos sobre población escolar, profesorado, presupuestos, número de egresados, y otros, distribuidos por carrera, escuela, institución y región, y su concentración última a nivel nacional. Este trabajo anual se ha ido extendiendo a otras instituciones no pertenecientes a la Asociación, y si bien es posible cada vez obtener información más completa, ha sido necesario superar obstáculos de diversa naturaleza, entre los que importa señalar como el más importante la falta de oficinas o departamentos dedicados a la obtención y al proceso de la información, y la ausencia de personal especializado en estos trabajos. En los últimos 10 años se ha modificado notablemente esta situación, al mismo tiempo que aumentaban los servicios educativos y la población escolar. La disponibilidad actual se refiere a la estadística básica, con la que es posible identificar los principales aspectos cuantitativos del sistema de educación superior.


  En 1976 se estableció un convenio entre la Dirección de Planeación de la Secretaría de Educación Pública y la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, en el que se fijaron los lincamientos generales para la captación de la información y su procesamiento, y se aprobaron los formularios requeridos para la obtención de datos institucionales. Este procedimiento unificado se estableció después de haberse realizado varias reuniones regionales con la participación de todas las universidades e instituciones de educación superior, en las que se aprobaron conjuntamente tanto la información que deberá proporcionarse, como el lenguaje y la terminología empleados en los formularios, y el sistema de recolección de los datos.


  La superación de las deficiencias nacionales en la disponibilidad de información sobre educación superior exigirá ampliar los sistemas ya establecidos, y sobre todo mejorar la capacidad de las instituciones para recabar los datos requeridos para la planeación educativa y la operación programática de las instituciones.


  Es pertinente señalar, sin embargo, que el obstáculo de la información insuficiente fue la explicación, durante mucho tiempo, de la falta de planeación educativa. Una vez superado ese problema en lo básico, ha sido posible realizar trabajos de planeación a nivel institucional y nacional, pero como se verá en el apartado siguiente, otro tipo de problemas ha impedido la aplicación en el sistema educativo de las vías propuestas.


  B. Alcances y límites de la planeación


  Los trabajos de planeación educativa para todos los niveles de la enseñanza se inician en México por el Gobierno Federal en la segunda mitad de la década de los años sesentas. Anteriormente, en 1959 se aprobó el Plan de Once Años, referido exclusivamente a la expansión y mejoramiento de la enseñanza primaria.


  En el mes de julio de 1965 la Secretaría de Educación Pública creó la Comisión Nacional para el Planeamiento Integral de la Educación, con la participación de diversas instituciones. Los trabajos, dedicados al estudio y análisis de todos los niveles del sistema nacional de educación, se iniciaron con un primer grupo, encargado de los aspectos cuantitativos: acumulación de datos estadísticos, análisis de sus tendencias, previsión de servicios escolares determinados por la expansión del sistema hasta el año de 1980, y cálculo de los recursos humanos y financieros requeridos para la satisfacción de las necesidades. Un segundo grupo se ocupó de examinar los aspectos cualitativos de la educación, fijar orientaciones a la política educativa, los contenidos y métodos de acuerdo a las demandas previstas, así comoregular el desarrollo de la tarea educativa nacional. Los resultados del trabajo de ambos grupos se obtuvieron un año después, en 1966. Un tercer grupo recogió estos trabajos, correspondiéndole la misión de evaluar todo el material proporcionado por ambos grupos y determinar la realización de acciones concretas. El Informe General de la Comisión se presentó dos años después, en 1968.


  En el Informe General de la Comisión Nacional para el Planeamiento Integral de la Educación se sustentaron cinco criterios fundamentales:


  a) El derecho de la niñez y la juventud a la instrucción y a la cultura en todos sus niveles; las necesidades de superación cultural de la población mexicana; ampliación de la preparación previa al trabajo, y mejoramiento de los servicios de adiestramiento para los que ya trabajan.


  b) De acuerdo con estudios regionales se formularon metas de expansión/considerando que la demanda social de educación tiene estrecha relación con los niveles de ingreso y el estado de desarrollo, y que la demanda económica de personal de alto nivel se relaciona con la ampliación de la capacidad productiva de la economía y con la magnitud de los cambios estructurales que origina el cambio tecnológico.


  c) Apoyo a la educación en sus aspectos científico, tecnológico, económico y administrativo.


  d) Formulación de políticas que coordinen y dirijan el desarrollo científico y tecnológico, como base para una política educativa orientada a la superación del país.


  e) Reestructuración del sistema educativo nacional en sus niveles medio y superior, para que el estudiante adquiera conocimientos que le permitan continuar estudios en niveles superiores y calificación suficiente para propósitos ocupacionales.1


  En el mes de mayo de 1969, la Universidad Nacional Autónoma de México y la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, organizaron un seminario sobre planeación universitaria en el que se expusieron diversos aspectos sobre el tema. La planeación —se afirma en el primero de los trabajos del seminario— es “el proceso permanente de previsión que permite tomar decisiones mejor informadas y optar por alternativas de acción más racionales”.2 El desarrollo, por otra parte, se concibe en forma integral, en sus aspectos económico, social, político y cultural. En los diferentes trabajos presentados en el seminario se definen puntos fundamentales sobre las tareas de planeación, sus relaciones con el desarrollo económico y con aspectos sociales, la eficiencia del sistema educativo, los procesos de información y otros más.


  En 1970 la Asociación realizó, con el apoyo de la Universidad Nacional Autónoma de México, un diagnóstico preliminar sobre el sistema de educación superior. Este trabajo permitió concentrar y sistematizar información dispersa y presentar las características predominantes de la educación superior enel país, proyecciones de su crecimiento y proposiciones específicas para corto plazo.


  En 1971, la Secretaría de Educación Pública estableció la Comisión Coordinadora de la Reforma Educativa, concebida también con la participación de un numeroso grupo de instituciones y personas, y abierta además a la colaboración de maestros y alumnos con el propósito de obtener aportaciones de todos los sectores de la población. El documento final, denominado “Aportaciones al estudio de los problemas de la educación”, contiene evaluación y recomendaciones sobre cada uno de los niveles de la educación; definición y principios sobre la reforma educativa, y capítulos dedicados a la administración; los educandos, la formación, el perfeccionamiento docente y la comunicación; la educación extraescolar y medios y recursos de operación.3 En el capítulo de la educación superior se analizó la situación de los estudios en este nivel, los problemas de orden financiero y académico, de requerimientos físicos y de necesidades de personal, así como la reforma de la educación superior y bases y recomendaciones para su cumplimiento. En este capítulo se señala: “No basta, empero, en el proceso de planeación de la educación superior, el empeño en la cuantificación de las necesidades de crecimiento de la población escolar y sus consecuencias en el orden financiero y en los requerimientos de profesores, de aulas, de laboratorios. Urge, al mismo tiempo, hacer frente a los problemas de orden cualitativo y a las necesidades de una reforma consecuente con la etapa que vivimos. A este respecto, uno de los primeros problemas que se deben enfrentar es la aparente incongruencia entre el acelerado crecimiento del número de alumnos y la eficiencia misma de la enseñanza, desbordamiento de las aulas y descenso de los niveles académicos para precaverse de sus consecuencias. Han de examinarse, pues, con imaginación, sistemas de enseñanza y métodos de trabajo que permitan superar las limitaciones que la tradición impone a la labor académica”.4


  Además, y como participación en los programas de la reforma educativa, las universidades e instituciones de educación superior, a través de la asociación nacional que las agrupa, han generado acuerdos y recomendaciones a nivel nacional sobre problemas de estructura institucional, planes y programas deorganización curricular, expansión de los servicios y establecimiento de modelos de crecimiento de las instituciones. Estos acuerdos se han obtenido en asambleas generales de rectores y directores, quienes los han llevado a sus instituciones para su aplicación.5


  En este largo proceso de identificación de los problemas del sistema de educación superior, la cuantificación de su crecimiento y la evaluación de sus condiciones de operación, pueden establecerse como origen de estas actividades las siguientes condiciones y circunstancias:


  1. El aumento de la demanda social de educacióndesde el final de la década de los años cincuentas, llamó la atención de autoridades y educadores, quienes se percataron de que en un plazo relativamente corto el sistema de educación superior se vería sujeto a condiciones de crecimiento inevitables, con la consiguiente repercusión en aspectos económicos, de personal docente y de instalaciones. En tal sentido, los primeros trabajos de planeación se concibieron primordialmente para conocer los requerimientos impuestos por el crecimento y prever la capacidad del sistema, con base en las proyecciones y las tendenciasde la educación superior.


  2. El surgimiento de otros problemas esencialmente ligados al proceso educativo —precisamente en el año en que se terminó el trabajo de la Comisión Nacional para el Planeamiento Integral de la Educación—, los cuales remitían a aspectos esenciales de la educación, y su relación con otros conflictos detipo social, llevaron a la necesidad de revisar situaciones internas y de estructura del proceso educativo. Las modificaciones de la realidad social, surepercusión en las tareas de la educación y las transformaciones impuestas a sistemas de enseñanza muy tradicionales, influyeron para que se consideraran no sólo las previsiones del crecimiento de los servicios educativos, sino también sus contenidos y proyección real a la sociedad, en un contexto histórico-social mucho más complejo que el considerado en el pasado inmediato. La reforma educativa se dirigió, más que a los aspectos cuantitativos de la educación, a los individuos que intervienen en ésta como educadores y como alumnos.


  Estas tareas de planeación y reforma de la educación superior han sido de carácter indicativo, pues la mayor parte de las instituciones que ofrecen este nivel son autónomas, es decir, las proposiciones de las comisiones establecidas por el Gobierno Federal, y los acuerdos mismos de la Asociación Nacional deUniversidades e Institutos de Enseñanza Superior, no tienen carácter obligatorio ante las universidades públicas autónomas y consecuentemente se requiere que adopten dichas proposiciones y acuerdos por conducto de sus propios órganos de gobierno.


  En la medida en que las instituciones autónomas se abstienen de poner en ejecución dichos acuerdos, éstos se anulan y se limitan a ser letra escrita sin valor real de operación. En este sentido, no se logra que la planeación y la reforma se vinculen con la realidad, de suerte que el proceso de crecimiento del sistema de educación superior continúa como resultado de sus propias fuerzas y tendencias; y algo semejante ocurre con lo referente a contenidos, planes, programas y estructura académica, modificados sólo en las pocas instituciones que adoptan internamente los cambios y programas propuestos en forma indicativa a nivel nacional. Por esto puede afirmarse que ha sido muy relativa la influencia de la planeación y de los programas de reforma en el desarrollo y transformación de la educación superior, si sólo se conciben a través de organismos gubernamentales o de instituciones de carácter nacional, sin que se logre generar la acción directa de las propias instituciones.


  Otro aspecto, igualmente importante, debe tomarse en cuenta en relación con el problema de la planeación de la educación superior. Se relaciona con el marco mayor que debe contenerla, o sea la planeación nacional y las metas sociales y económicas por ella establecidas. La dificultad no radica en la necesaria existencia de un plan nacional de desarrollo para que pueda implantarse una adecuada planeación educativa, pues de hecho ésta puede tener alcances propios e incluso marcar su influencia sobre aquélla. El problema consiste más bien en la debilidad de una planeación educativa que habiéndose generado lejos de los órganos de decisión, no tiene el apoyo necesario a nivel nacional, y consecuentemente no dispone de los recursos económicos exigidos para la operación real de los planes propuestos. La ausencia de fondos, y la falta de una planeación económica que prevea las necesidades presupuestaíes, limitan notablemente la fuerza de transformación de la planeación, reduciéndola a una teoría distante de la capacidad operativa institucional.


  C. La creación de nuevas instituciones


  En 1973 se crearon dos universidades públicas autónomas, la de Ciudad Juárez, en el estado de Chihuahua, y la Metropolitana, en el Distrito Federal y zona metropolitana de la Ciudad de México. La primera fue solicitada por la comunidad de Ciudad Juárez, población de 600 000 habitantes que en educación superior contaba con un instituto tecnológico regional y una escuela de agricultura (privada) y la Universidad Autónoma de Chihuahua en la capital del estado, distante 242 kilómetros; la Universidad Autónoma Metropolitana se creó a solicitud de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, para ampliar la capacidad de la zona, atendida primordialmente por las dos grandes instituciones nacionales, la Universidad Nacional Autónoma de México y el Instituto Politécnico Nacional. A semejanza de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, se crearon las de Chiapas, en el estado del mismo nombre, y la de la Paz, en Baja California Sur, ambas en 1975; en 1976 se creóla Universidad Autónoma de Tlaxcala.


  La Secretaría de Educación Pública, que tiene a su cargo la enseñanza técnica superior, creó en losúltimos seis años 30 institutos tecnológicos regionales, 17 institutos tecnológicos agropecuarios y un instituto tecnológico pesquero. Estas instituciones se han establecido fuera del Distrito Federal, diseminadas prácticamente en todas las entidades federativas del país, contando algunas de ellas un número considerable: cuatro en Coahuila, seis en Oaxaca, cinco en Tamaulipas y seis en Veracruz. En otros estados hay dos o tres de estas instituciones.


  Las instituciones privadas también se han multiplicado en los últimos años, principalmente en el Distrito Federal, pero también se han creado en algunos estados. A pesar de la multiplicación de instituciones privadas, el total existente se ubica sólo en el Distrito Federal y 14 estados.6


  En el caso de las universidades públicas autónomas, todas anteriores al año 1970 (con excepción de lascinco mencionadas al principio de este apartado), la expansión de los servicios educativos se había considerado mediante la ampliación de las instituciones ya existentes, bien multiplicando la capacidad instalada en los estudios y carreras ya establecidos, o creando otros nuevos. En uno y otro caso el propósito ha sido atender la demanda creciente de educación, y cuando se han creado nuevas instituciones ha prevalecido un criterio semejante. Sin embargo, en algunas de las universidades públicas autónomas de reciente creación se han introducido innovaciones dediversa importancia.


  En términos generales se puede afirmar que para el establecimiento de nuevas instituciones, se ha carecido de una planeación que tome en cuenta las condiciones existentes en una localidad o región en cuanto al tipo de oferta educativa ya disponible, las características socioeconómicas, el mercado de trabajo profesional y los requerimientos en la producción y los servicios. También ha ocurrido que las presiones de demanda social de educación han llevado al establecimiento de estudios no considerados originalmente en el proyecto de la nueva institución, multiplicándose algunos de los ya existentes en la zona o región.


  Si se toma en cuenta que la educación superior se imparte en tres diferentes tipos de instituciones: las públicas autónomas o estatales, las públicas federales y las privadas, la expansión de los servicios educativos mediante el establecimiento de nuevas instituciones o ampliación de las existentes exige una coordinación de funciones que permitan tanto la integración de acciones dentro del sistema de educación superior, como su relación con las características y condiciones socioeconómicas del lugar o región correspondiente. De otra forma seguirían imponiéndose, más que las decisiones apoyadas en una adecuada planeación, las que exige una situación apremiante, urgida por condiciones de orden social o político.


  D. La coordinación de la planeación


  De acuerdo con los señalamientos presentados en los apartados anteriores, se púeden identificar los siguientes problemas en relación con la planeación de la educación superior.


  1. Información insuficiente sobre el sistema de educación superior y falta de correlación entre lainformación asequible y la requerida para los trabajos de la planeación.


  2. Carácter indicativo de la planeación de la educación superior, concebida a nivel nacional y consecuentemente no referida a las condiciones propias de cada institución en particular.


  3. Desvinculación entre las proposiciones de la planeación y la realidad educativa nacional, en la medida en que las instituciones educativas no ponen en ejecución esos acuerdos.


  4. Falta de planeación en las mismas instituciones superiores.


  5. Ausencia de planeación económica que apoye la operación real de las proposiciones indicativas.


  6. Debilidad de la planeación educativa en tanto no es generada por los órganos de decisión, o estrechamente relacionada con ellos. A nivel nacional, este problema ha sido consecuencia de una falta de coordinación entre quienes ejercen la decisión política y quienes realizan el trabajo técnico de la planeación. A nivel institucional ocurre algo semejante en ambos niveles, más el problema de la incomunicación, para los efectos de la planeación, de autoridades y equipo técnico con los miembros dela propia comunidad universitaria, profesores y estudiantes.


  7. Crecimiento de los servicios de la educación superior en respuesta a la demanda social de educación, independientemente de las previsiones resultantes de la planeación y de las tendencias de crecimiento estimadas o recomendadas.


  8. Creación de nuevas instituciones de educación superior, sin que en la mayoría de los casos se realicen estudios sobre las posibilidades de recursos locales suficientes, y sobre requerimientos específicos de profesionales y especialistas.


  En atención a estos problemas y sus consecuencias, y con el propósito de establecer las condiciones operativas más convenientes para lograr una coordinación de los esfuerzos que se realizan tanto en materia de educación superior como de su planeación, mediante la sistematización de los esfuerzos y el incremento de la efectividad de las recomendaciones, se creó a partir del mes de diciembre de 1976 en la Secretaría de Educación Publica, al iniciarse la nueva gestión administrativa del Gobierno Federal, un nuevo organismo denominado Coordinación General de Educación Superior, Ciencia y Tecnología, el cual en el mes de enero de 1978 se transformó en Subsecretaría de Educación Superior e Investigación Científica. El 27 de febrero del mismo año se publicó en el Diario Oficial el Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública, en el que se fijan las funciones de esta Subsecretaría a través de sus direcciones generales. Entre sus principales actividades se pueden señalar:


  1. Promover la comunicación e interrelación entre las instituciones de educación media superior y superior.


  2. Canalizar las aportaciones federales.


  3. Orientar, en coordinación con las dependencias competentes del gobierno federal y con los institutos públicos y privados, al desarrollo de la investigación científica.


  4. Estudiar lincamientos y desarrollar en coordinación con las instituciones públicas y privadas de educación media superior y superior, las acciones necesarias para el mejoramiento de la calidad de los sistemas de docencia y del personal académico.


  5. Fortalecer los programas de especialización, maestría y doctorado.


  6. Fomentar el establecimiento de unidades y centros de investigación científica y educación superior.


  En el mes de mayo de 1978, la Subsecretaría de Educación Superior e Investigación Científica y la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, iniciaron conjuntamente les trabajos orientados a la definición del Plan Nacional de Educación Superior, mediante el cual se pretende alcanzar a corto y mediano plazos, los objetivos y metas de un conjunto de programas referidos a problemas básicos del sistema de educación superior, como lo son de superación académica, investigación científica, financiamiento, administración, sistemas de información, normalización jurídica, servicio social, orientación vocacional, así como lo relacionado con la integración de la enseñanza media superior y de las carreras cortas posbachillerato.


  En los documentos preliminares, producto de la primera etapa de trabajo, se señala el propósito de hacer de la educación superior un factor de desarrollo económico y social; asimismo, se busca extendersus beneficios hacia grupos sociales más amplios.


  El esfuerzo iniciado deberá culminar en un plazo breve para responder, en cada uno de los puntos antes señalados, con los planteamientos y definiciones que hagan posible la ampliación del sistema de educación superior, a sus necesidades de transformacióny mejoramiento.


  Este esfuerzo conjunto de universidades e instituciones de educación superior por una parte, y del gobierno federal por la otra, permitirá la realización de los estudios y análisis de los problemas básicos de la educación superior, con la proposición de acciones y operación de programas que conlleven la realización de las metas propuestas, con una concepción integrada de planeación de la educación superior en relación con el contexto y la realidad nacionales.


  2. LA ADMINISTRACIÓN


  A. Preparación de presupuestos y otorgamiento defondos.


  En el capítulo II se explicó el origen de los recursos económicos de las universidades e instituciones de educación superior.7 Aquí se presentan algunasconsideraciones sobre los procedimientos internos mediante los cuales se generan los proyectos de distribución del gasto institucional y se autorizan los presupuestos de egresos.


  En las universidades públicas autónomas y estatales corresponde al Consejo Universitario la autorización del presupuesto anual de egresos. Determinar un presupuesto implica, por una parte, la distribución de fondos a las distintas actividades que realiza una institución, ubicándolos en las facultades, escuelas, centros, institutos y otras dependencias ounidades de operación que la integran; por la otra, la atención a los requerimientos originados por lasactividades regulares, y a la ampliación de éstas o establecimiento de otras nuevas. En uno y otro caso, se puede pensar que es necesaria la identificación de las partidas y cantidades correspondientes mediante la participación directa, y en línea vertical, de quienes ejercen en última instancia el presupuesto, esto es, los jefes de departamento, los cuerpos colegiados a nivel de escuela, centro e instituto, y los directores de los mismos. Todo lo anterior, a su vez, implicaría necesariamente la programación delas actividades y la proyección del crecimiento, en su caso, de la institución.


  En la práctica, es frecuente que la participación de las escuelas, centros o institutos (a través de sus directivos y administradores) en la identificación de los requerimientos presupuéstales en estos niveles para la elaboración del presupuesto institucional, se limite a planteamientos referidos al crecimiento de la respectiva dependencia y su consecuente repercusión en el número de profesores, personal administrativo, instalaciones físicas y otros aspectos relacionados con los servicios educativos. La rectoría de la universidad concentra esta información, en su caso la discute con los directores de escuelas, centros e institutos, y con ella elabora el proyecto de presupuesto que se presentará al Consejo Universitario para su aprobación.


  Estos presupuestos, cuyo ejercicio depende de las aportaciones del sector público, se negocian con el Gobierno Federal y en su caso con los gobiernos de los estados, por lo general después de su aprobación por la institución educativa, aunque en algunos casos puede ser previa a la aprobación del Consejo Universitario, situación que quizá tienda a ser menos frecuente. Hasta hace poco tiempo ni el Gobierno Federal ni los gobiernos de los estados disponían deun procedimiento regular y sistematizado para evaluar las peticiones de las universidades, que permitiera analizarlas y referirlas a las condiciones de operación institucional.


  El otorgamiento de fondos públicos puede corresponder a la solicitud original, en cuyo caso se cubre íntegramente el presupuesto de ingresos y se garantiza el ejercicio presupuestal anual; en caso contrario, es difícil que la institución reduzca el monto de su gasto corriente debido a los compromisos de operación ya contraídos, generándose un déficit presupuestal que en su momento será sujeto a una nueva negociación por parte de la universidad frente al Gobierno Federal y los gobiernos de los estados.


  Este procedimiento refleja las condiciones en que operan las instituciones de educación superior, con relación al cumplimiento de sus actividades y a sus posibilidades reales para programar acciones a corto y mediano plazos. Esta situación está estrechamente ligada, además, con la capacidad institucional para cumplir eficazmente los objetivos del sistema de educación superior. Por lo que se refiere a la parte inicial del procedimiento descrito, los planteamientos de las facultades, escuelas o institutos no obedecen a estudios previos (las excepciones no invalidan la afirmación general) que respondan, más que a requerimientos de mero crecimiento, a programas de desarrollo académico. La integración a nivel institucional de estos planteamientos sólo recoge por lo general los incrementos que es necesario considerar en la universidad para atender sus necesidades más inmediatas de expansión, presentes a partir del siguiente ciclo escolar. La secuencia del proceso hasta el otorgamiento de los fondos conlleva esta condición, y esto explica que los notables incrementos del gasto público en educación superior de los últimos años sólo hayan permitido recibir en el sistema más alumnos, sin que fuera posible incorporar cambios sustanciales en los procesos mismos de la educación. Pero además el problema se ha agravado en lo que va de este decenio por la frecuencia con que se plantean peticiones de aumento de salarios, tanto del personal académico como del administrativo, a través de sus organizaciones sindicales o de otro tipo, entre otras razones por el proceso inflacionario de los años recientes. Estas situaciones han rebasado frecuentemente no sólo los presupuestos en ejercicio, sino la capacidad económica institucional, con el consecuente reflejo en las peticiones de las universidades a los gobiernos federal y de los estados.


  Con las diferencias propias de la estructura y organización de las instituciones dependientes del Gobierno Federal, correspondientes al área técnica, se presenta una situación semejante a la de las universidades públicas autónomas y estatales, pero sin los problemas de déficit presupuestal ya señalado. Se podría añadir, sin embargo, que en ambos tipos de instituciones es posible identificar algunas en las que se ha adquirido capacidad de programación; puede ocurrir también que esta capacidad de programación se encuentre a nivel de facultad, escuela o instituto.


  En un estudio realizado sobre las condiciones de crecimiento y desarrollo de la educación superior, mediante una muestra realizada con nueve universidades, a través de encuestas directas en las que participaron rectores, directores y profesores, en el capítulo relativo a la administración se afirma: “A juzgar por la orientación de las respuestas anteriores (35 aceptando el sistema presupuestario en vigor y 25 en sentido contrario), la aparente falta de interés en este asunto surge de la convicción de que el presupuesto no es más que una necesidad administrativa y no un proceso de comunicación (un proceso de proposiciones y respuestas), ni un instrumento potencial para orientar los recursos hacia la consecusión de metas de mediano o largo plazo.”8 Esta conclusión muestra la desvinculación existente entre la administración como instrumento operacional, los recursos de todo orden (humanos, económicos, materiales) con que cuenta una institución y sus actividades regulares: tal desvinculación debe considerarse tanto en función de los objetivos de la educación superior como de los fines propios de cada institución según sus ordenamientos legales, los que, como vimos anteriormente, están animados por un claro sentido social. El estudio de referencia se inició hace diez años, en 1967; de esta época son las encuestas realizadas con rectores, directores y profesores, y el trabajo se concluyó en 1970. A pesar de los años transcurridos, la conclusión arriba citada tiene hoy plena vigencia.


  B. La admisión de estudiantes


  Para ingresar al nivel superior se requiere haber cursado los estudios de preparatoria. Ambos niveles, como se explicó en la descripción del sistema, se ofrecen por las universidades. No existe un procedimiento generalizado para todo el sistema de educación superior para la admisión de estudiantes, y aun puede ocurrir que se apliquen procedimientos diferentes entre las escuelas de una misma institución.


  En la mayoiía de los casos, los alumnos que terminaron la escuela preparatoria en la misma institución donde desean cursar los estudios superiores, pasan a éstos sin necesidad de satisfacer requisitos especiales de ingreso. Esta situación es resultado de un largo proceso en el que los estudiantes han luchado por obtener de la institución estas condiciones de ingreso, argumentando que la terminación satisfactoria de un ciclo educativo —en este caso preparatoria— concede el derecho para pasar al ciclo inmediato superior, sobre todo si ambos ciclos se estudian en una misma institución. Este procedimiento, que garantiza el paso al nivel superior desde el ingreso a la escuela preparatoria, con el único requisito de terminar los estudios en ésta, es un atractivo para los estudiantes y es causa importante de los incrementos de población estudiantil en todas las instituciones; además, en algunas que han adquirido prestigio nacional o regional, es causa de la concentración de estudiantes procedentes de diferentes lugares del país. La migración estudiantil para cursar estudios de nivel superior se inicia así con los de la escuela preparatoria.


  Quienes desean ingresar al nivel superior procedentes de una institución diferente, se someten a un examen de admisión o selección, puesto que una vez admitidos los estudiantes internos de primer ingreso, el número de solicitudes externas es superior en número a los lugares disponibles. Puede también ocurrir que el número de los egresados de la escuela preparatoria sea en ocasiones mayor al de la capacidad instalada en la institución; esto significa para los solicitantes externos imposibilidad de ingreso.


  Los exámenes de ingreso consisten, por lo general, en pruebas de conocimientos sobre el área seleccionada, pero también pueden incluir pruebas de aptitudes o de capacidad intelectual. En estricto sentido estos exámenes son de selección, puesto que se aplican para aceptar, de un número determinado de aspirantes, la cantidad que puede ser admitida de acuerdo al cuerpo existente, ingresando los de mayor calificación. No se trata, en consecuencia, de limitar el ingreso a quienes rigurosamente demuestren poseer las condiciones necesarias para cursar estudios superiores, sino de condicionar el ingreso solamente a las limitaciones impuestas por las instalaciones físicas.


  Otro procedimiento de selección de alumnos consiste en fijar un mínimo de aprovechamiento académico en los estudios de la escuela preparatoria, rechazando a quienes no satisfagan este requisito por haber obtenido un promedio menor.


  Cada año son en mayor número las solicitudes de ingreso al nivel superior. Esta situación ha provocado que los procedimientos de ingreso sean cada vez más insuficientes para contener la presión de la demanda, y en consecuencia las instituciones se han visto en la necesidad de ampliar sus posibilidades de admisión de alumnos. Así se explica el incremento de la población escolar de nivel superior (licenciatura) en un 300% en los últimos 10 años.


  C. Él reclutamiento de profesores


  De acuerdo a los procedimientos de admisión señalados en el apartado anterior, que generan un incremento notable cada año en la población escolar, las necesidades de nuevo profesorado se presentan también anualmente en todas las instituciones de educación superior.


  Generalmente los cuerpos de profesores se han integrado con personas que se dedican al ejercicio de su profesión e imparten una o dos asignaturas, atendiendo la invitación de una escuela o facultad. Este sistema prevaleció durante muchos años; después se establecieron en algunas instituciones las categorías de profesores de tiempo completo y de medio tiempo; Probablemente se configuró este tipo de docentea medida que aumentó la carga académica de algunos profesores, pero también por requerimiento de la misma institución, necesitada de personal especialmente dedicadd a la docencia y la investigación. En este último caso la reglamentación interna de las instituciones estableció expresamente esas categorías, precisando además las obligaciones del profesor encuanto a número de horas de docencia semanales y otro tipo de trabajos como la asesoría a los alumnos.


  En la medida en que los nuevos requerimientos de profesorado no significaron en un año una considerable diferencia con respecto al anterior, fue posible que el procedimiento antes descrito se mantuviera; pero factores diversos modificaron notablemente las condiciones en que se realizaba la contratación de profesores. Antes de pasar a ocupamos deestos factores, importa dejar señalado que con la excepción de un escaso número de instituciones, no se disponía de procedimientos especiales para el reclutamiento de profesores y en consecuencia prevaleció una diversidad de formas, desde las relaciones personales de directores y jefes de departamento que permitían invitar a la docencia a personas ya conocidas en determinadas especialidades, hasta las solicitudes de los interesados para impartir clases.


  El aumento de la población escolar impuso los primeros cambios, si no en cuanto a modificar los procedimientos establecidos, sí con relación al número de docentes requerido; en pocos años, el resultado fue que las instituciones se vieron con una carencia cada vez mayor de profesorado y consecuentemente obligadas a admitir en sus cuerpos docentes a personas que satisfacían menos requisitos. Este fenómeno, provocado por el aumento del alumnado, pronto es acompañado por otro en relación al aumento de los egresados, que también repercutirá en la forma deintegración del profesorado de una institución: a mayor necesidad de nuevos profesores, mayor posibilidad de reclutar personas recién egresadas del nivel superior. Quienes ingresan a la docencia desde una posición de ejercicio profesional requieren adquirir evidentemente la experiencia de la enseñanza, pero sin duda se encuentran en mejor posibilidad delograrla por haber tenido la oportunidad de utilizar sus conocimientos, que los recién egresados de los estudios, aunque en uno y otro caso se trata de personas sin preparación previa para el ejercicio de la docencia.


  Este tipo de problemas ya existían a finales de los años sesentas, y empezó a manejarse la idea en tornoa la conveniencia de contar con actividades especialmente dedicadas a formar profesores y mejorar la capacidad de los que ya se encontraban ejerciendo la docencia. En 1971 se logró el establecimiento de un Prograifia Nacional de Formación de Profesores, el cual quedó a cargo de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior. Un programa de esta naturaleza tenía que tomar en cuenta las condiciones académicas de los profesores en servicio, pero también y quizá prioritariamente, los aspectos relacionados con la docencia, por lo que sus actividades se centraron en: a) becas para estudios de posgrado; b) cursos, talleres y seminarios sobre aspectos de metodología y tecnología de la enseñanza; c) producción de material didáctico. La experiencia demostró en poco tiempo que la eficacia de estos programas radica en última instancia en la capacidad que pueda generar para que sus acciones se realicen por las propias instituciones. En este sentido, el Programa ha logrado establecer en varias universidades e institutos superiores, centros o departamentos específicamente dedicados a atender las necesidades locales de formación de profesores, y además cabe Señalar que conjuntamente con este Programa han surgido otras posibilidades de apoyo para la docencia, principalmente en becas para estudios de posgrado.


  En su breve tiempo de operación, el Programa Nacional de Formación de Profesores ha podido satisfacer parcialmente los problemas existentes en el país en materia de docencia superior, pero principalmente ha dejado sentir la necesidad de ampliar y multiplicar estas actividades, y propiciado la especialización de personal en aspectos de tecnología educativa.


  El problema no está todavía resuelto. Los aumentos en el número de profesores de nivel superior imponen desde ahora el diseño de nuevas estrategias capaces de enfrentar un problema de las dimensiones que se proyectan a corto plazo para el país. El aumento del profesorado de tiempo completo no es todavía muy significativo, o sea que las soluciones que se adopten tendrán que considerar las características de un profesorado en su mayoría de tiempo parcial. Este aspecto, y la necesidad de reforzar las actividades para formación de profesores a nivel institucional, llevaron a la Asociación Nacional de Universidades a diseñar un curso abierto para profesores, concebido para mejorar su capacidad docente sin abandonar sus lugares de trabajo y dividido en cuatro áreas de estudio: 1. Lenguaje y comunicación; 2. Metodologías de la enseñanza; 3. Aspectos sociales de la educación, y 4. Interdisciplinariedad.


  El esfuerzo que se ha realizado en los últimos años se ha orientado más al mejoramiento de la capacidad docente de los profesores en servicio, y no ha logrado establecerse, en forma más generalizada, para que los solicitantes de ingreso a la docencia sean preparados o capacitados previamente a la iniciación de sus actividades como profesores. De todas formas, existen condiciones para esperar que en los próximos años se podrán enriquecer y perfeccionar los actuales sistemas de apoyo al profesorado. El problema residirá fundamentalmente en encontrar las fórmulas requeridas por un sistema educativo en franca expansión, con un profesorado que inevitablemente se multiplicará.


  D. Desarrollo y cambios de planes y programas deestudios


  La docencia se realiza de acuerdo a planes de estudios propuestos por las juntas académicas o consejos técnicos de las escuelas y facultades a la autoridad máxima de las instituciones, que suele ser el consejo universitario. Los programas de cada asignatura se determinan por las academias de profesores, o por éstos directamente. Los programas establecen el conjunto de conocimientos y prácticas que integran el plan de estudios de una carrera profesional. En todo el sistema se ofrecen más de doscientas carreras, producto de una diversificación muy marcada en cada área de estudios; los principales conjuntos son: 60 carreras de ingeniería; 33 en humanidades, artes y educación; 32 en ciencias sociales y administración y 12 de química.


  Los planes y programas de estudios se renuevan con cierta periodicidad, pero esta situación no es igual para todas las instituciones ni para todas las carreras. Los cambios curriculares responden a diferentes causas, que pueden estar relacionadas con la la concepción y diseño de los estudios, sobre todo si se trata de carreras de reciente creación; en este caso, de la experiencia docente se desprende la necesidad de introducir modificaciones. Suele ocurrir también que se integre un plan de estudios con cargas académicas excesivas, lo que conduce en corto tiempo a revalorar la composición general de los estudios de una carrera. También ha ocurrido que una nueva administración a nivel de escuela o facultad inicie su gestión revisando los planes de estudios vigentes y proponga cambios a los mismos. En este caso, como en los arriba citados, el cambio de planes de estudios se realiza a veces sin que se hayan podido valorar los anteriores. Hay, por otra parte, carreras muy tradicionales que mantienen sin modificaciones sus planes de estudio, como es el caso de derecho.


  El cambio de planes de estudios ha obedecido en muchas ocasiones a corrientes o tendencias que imponen ciertos criterios para el estudio de alguna carrera, que se traduce en la práctica en la supresión de unas asignaturas o en la integración de otras nuevas. También los cambios han respondido a recomendaciones emanadas de las asociaciones de escuelas y facultades, entre las que sobresalieron hasta hace pocos años las de medicina e ingeniería. Otro tipo de recomendaciones que provocaron cambios curriculares fueron los de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, a propósito de la duración de los estudios y el establecimiento del sistema de créditos académicos (1971). Se pretendía entonces reducir estudios profesionales programados para cinco años, y dar mayor flexibilidad a los planes mediante la valoración de las asignaturas en créditos académicos. Sin embargo, la aplicación de la recomendación no se generalizó y todavía hoy existen carreras de cinco años sin utilización de créditos académicos, y aun se han creado otras nuevas en condiciones similares.


  En la práctica, el ejercicio de las profesiones ha sufrido cambios importantes, bien porque se han ampliado los conocimientos que se aplican en la profesión, o por transformaciones de otra índole, procedentes de los cambios que se realizan en la sociedad. Por otra parte, las tradicionales profesiones liberales han dejado de ser en muchos casos una actividad individual y libre para convertirse en partede procesos o sistemas más amplios. Esto ocurre tanto en el sector público como en el sector privado. Sin embargo, parece ser que estos fenómenos no han logrado influir los curricula a pesar de estar íntimamente relacionados con los contenidos de la enseñanza y con la orientación de las carreras. Quizá en el área de las ingenierías es donde se podrían encontrar más reformas curriculares originadas por estos cambios en las profesiones, aunque también podría pensarse que la gran diversificación de los estudios en el área de la ingeniería haya sido una respuesta a las modificaciones que se presentan en la actividad profesional. El ejemplo opuesto podría ser la carrera de medicina. Se afirma, por una parte, que es necesario formar otro tipo de médico que responda más a las necesidades de una medicina preventiva que a una medicina curativa, en la que la especialización permite al nuevo profesional atender sólo a minorías de la población. Por otra parte, este tipo de formación médica requiere de las instalaciones hospitalarias, las cuales están saturadas para este propósito y no tienen ya capacidad para admitir mayor número de internistas. No obstante lo anterior, las escuelas de medicina continúan operando con los curricula tradicionales, al mismo tiempo que son de las que tienen mayor demanda social de ingreso. Ha sido necesario establecer el nuevo tipo de estudios en escuelas de reciente creación.


  En instituciones de nueva creación se han establecido los llamados “troncos comunes”, consistentes en la integración de estudios básicos generales que permiten después ingresar a cualquier carrera del área, o aun a las de un área diferente, de modo que se puedan integrar estudios superiores con una concepción interdisciplinaria. Con esto se pretende, además de proporcionar una mayor flexibilidad a losestudios al mismo tiempo que se le da al alumno una formación básica general, abrir el ingreso hacia carreras de escasa demanda. De todas formas, la matrícula continúa orientándose hacia las carreras de ingreso más solicitado.


  3. LA OPERACIÓN DEL SISTEMA


  A. La coordinación de las instituciones


  El primer problema en relación a una posible coordinación del sistema de educación superior reside en la diversidad de instituciones que lo componen. Como ya se vio anteriormente,9 el sistema se integra con instituciones públicas y privadas; las primeras se dividen en universidades autónomas y estatales, instituciones dependientes del Gobierno Federal, y dependientes de los gobiernos de los estados. Las segundas, en libres y con reconocimiento de validez oficial de estudios. Por el tipo de estudios que ofrecen, son universitarias, técnicas y especializadas. En consecuencia, puede decirse que el llamado “sistema de educación superior” se compone de varios subsistemas: el de las instituciones nacionales; el de lasuniversidades de los estados; el de los institutos tecnológicos regionales y el de las instituciones privadas. Obviamente, quedan otras instituciones que no es posible agrupar en estos cuatro apartados.


  La coordinación del sistema se puede contemplar en función de diversos aspectos:


  Servicios educativos. Las equivalencias de estudios de una institución a otra, en relación a estudiantes que se desplazan de lugar por cambios de domicilio o por otras razones, bien para continuar estudios del mismo nivel, o para iniciar los correspondientes a un ciclo superior.


  Oferta educativa. La creación de nuevas instituciones y el establecimiento de nuevas carreras, de modo que no se multipliquen en una zona o región las de una misma especialidad, o se concentren en forma desequilibrada, mientras en otros lugares se mantienen situaciones de carencia. Todo esto, evidentemente, debe relacionarse con las características socioeconómicas de la zona, sus necesidades en la producción y los servicios, y con las condiciones de desarrollo de la población.


  Relaciones interinstitucionales. El intercambio de experiencias docentes, curriculares y de otro tipo entre las instituciones del sistema, o al menos de las ubicadas en una región, permitiría una homogeneidad en aspectos básicos de la actividad académica, y sobre todo en los procesos de renovación institucional, de metodologías de la enseñanza y de aspectos curriculares. Esta relación interinstitucional puede propiciar una mejor distribución de la calidad de la enseñanza en todo el sistema.


  Formación de profesores. El mejoramiento de la docencia mediante programas de formación de profesores puede realizarse más eficazmente con el apoyo de las instituciones con más recursos académicos, hacia las más necesitadas. Este tipo de colaboraciónpropicia también la obtención de mejores niveles académicos en todo el sistema.


  Obtención de información. El establecimiento de modelos de captación de información institucional, y de los procedimientos para su recepción, facilitaría una mejor identificación de las características de los servicios educativos a nivel institucional, local, regional y nacional.


  Sistemas de evaluación académica. Desde la computación del valor de créditos académicos hasta eí tipo de exámenes de aprovechamiento escolar, para facilitar las equivalencias de estudios.


  Sistemas de admisión de estudiantes. El establecimiento de procedimientos generales de ingreso a los estudios del nivel superior en todo el sistema hace posible una mejor identificación de las condiciones académicas de los aspirantes y del nivel académico en que operan las instituciones.


  Reconocimiento de validez oficial de estudios. Este procedimiento, establecido por la ley para validar los estudios que ofrecen las instituciones privadas, corresponde a la Secretaría de Educación Pública, los gobiernos de los estados y las universidades públicas. La coordinación de este tipo de acciones permitiría integrarlas convenientemente de acuerdo a características regionales y necesidades nacionales.


  Si bien el sistema de educación superior dispone ya de condiciones que permiten procesar algunos de los puntos antes mencionados, como puede ser lo relacionado con la obtención de información, la formación de profesores o la equivalencia de estudios, puede afirmarse que en general carece de la mayor parte de estos procesos de coordinación, y en consecuencia los servicios educativos de todo el sistema presentan diferencias en cuanto a aspectos formales y de contenido, y además una insuficiente comunicación entre las propias instituciones, sobre todo entre los diferentes subsistemas.


  La Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, una de cuyas funciones es precisamente la coordinación entre sus miembros, ha logrado el establecimiento de acuerdos a nivel nacional que se refieren a algunos de los puntos antes señalados; y si bien se han ejecutado sólo parcialmente, han permitido reconocer cierta normatividad en aspectos académicos, así como en equivalencias de estudios y recolección de información estadística. Sin embargo, no ha sido posible instituir bases más amplias para la coordinación del sistema.


  Recientemente ha vuelto a ocupar la atención de autoridades, rectores de universidades y en general de quienes están ligados a la educación superior, el proyecto de una legislación sobre educación superior, idea que se apoya en lo dispuesto por la fracción XXV del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta legislaciónestablecería las bases jurídicas de la coordinación del sistema a través de la integración de sus partes y dela coordinación de sus acciones.


  En la actualidad, la Subsecretaría de Educación Superior e Investigación Científica, de la Secretaría de Educación Pública, organismo de reciente creación,10 tiene a su cargo funciones que propiciarán la coordinación de todo el sistema.


  B. La centralización y descentralización de los servicios educativos


  De 230 instituciones de educación superior que había en el país en 1977, 52 se encuentran en el Distrito Federal y zona metropolitana, y 178 en el resto del país. La población escolar de educación superior (licenciatura y posgrado) se distribuye así: 261 184 en el Distrito Federal y 324 758 en el resto del país. De estos últimos, 117 897 corresponden a los estados de Jalisco y Nuevo León, o sea que tres entidades federativas reúnen un total de 379 081 estudiantes, es decir el 64.6%.


  Esta centralización de servicios educativos es resultado de un conjunto de circunstancias económicas y sociales que privan en el país, que a su vez reflejan el mismo fenómeno de centralización en muchos aspectos de la vida nacional. Baste citar el caso de la ciudad de México, en la que se concentran población, servicios, oportunidades de empleo y recursos económicos.


  En relación con las actividades académicas, la centralización de la educación superior produce efectos de gran importancia:


  a) Notorias diferencias en cuanto al desarrollo de los servicios educativos que ofrecen las instituciones, las cuales se traducen en desventajas para las que no se encuentran en el centro. En los lugares poco desarrollados en educación, se presenta por lo general una situación semejante en cuanto a su capacidad de producción, en su mercado ocupacional y en la disponibilidad de recursos y de servicios. Los lugares con más alto desarrollo educativo suelen ser los de mayores ingresos per capita, más alto nivel de vida y mejores condiciones materiales en vivienda yalimentación.


  b) Como consecuencia de lo anterior, las instituciones educativas del centro se convierten en modelo; sus planes y programas se multiplican en diferentes regiones del país, propiciándose así una dependencia en lo académico que limita las posibilidades de desenvolvimiento local, en la medida en que se participa creativamente en la tarea educativa y se mantienen en forma estática la estructura y los contenidos de la educación.


  c) La diferencia entre la capacidad de oferta educativa del centro y de la mayor parte de las entidades federativas. Aunque no es posible, ni recomendable, que todo tipo de carreras se ofrezca en todas las regiones del país, sí puede decirse que en lugares de oferta educativa limitada se tienen en funcionamiento carreras de bajo costo, pero no necesariamente relacionadas con las necesidades locales o regionales, y que por lo general corresponden al sector de servicios.


  d) La necesidad de cambios y la capacidad de renovación se imponen como una exigencia de nuestro tiempo a las instituciones de educación superior. De esta capacidad depende la posibilidad de alcanzar no sólo una mayor eficacia de los servicios educativos, sino también de relacionar a las instituciones con los requerimientos nacionales. El escaso desarrollo institucional, la dependencia académica y en general las condiciones que responden a estructuras tradicionales, suelen obstaculizar esta capacidad para el cambio.


  e) Como consecuencia de todo lo anterior se genera la migración estudiantil, de lugares de escasa oferta educativa o condiciones poco favorables, a aquellas que ofrecen mejores posibilidades. Quienes se desplazan en estas migraciones pocas veces retornan a sus lugares de origen, manteniéndose así en forma sistemática y permanente una situación de empobrecimiento en recursos humanos de alto nivel, característica de muchas regiones del país. La concentración de los servicios de educación superior puede señalarse como una de las causas más importantes de la concentración de profesionales.11


  Éste es uno de los fenómenos más negativos que se desprenden de la centralización de la educación superior. Mantenerla significa continuar con el colonialismo interno, cuya característica principal radica en acentuar y acrecentar las diferencias regionales. Así, la centralización de la educación superior no es sólo un problema cuantitativo que aqueja a las instituciones con gran volumen de población escolar, sino también y primordialmente un fenómeno que afecta la calidad de la educación, así como aspectos económicos, sociales y culturales de la vida nacional.


  El problema de la centralización de los servicios de educación superior no se genera por sí solo. Es consecuencia de las condiciones socioeconómicas del país. Si bien se puede identificar como el origen de problemas dé migración y del empobrecimiento de algunas regiones del país en personal calificado, también la centralización es efecto de factores imperantes en el contexto nacional; es decir, es provocado por la existencia de grandes polos de desarrollo económico e industrial, concentradores de mejores oportunidades de trabajo, mejores condiciones económicas y en general de desarrollo material y cultural. Todo esto revela, al mismo tiempo, que la educación por sí sola no es capaz de modificar las condiciones socioeconómicas imperantes en una sociedad, y además que es influenciada en gran medida por dichas condiciones. Si se contempla el problema de la educación superior frente al desarrollo del país, se plantea necesariamente la relación que guarda éste con la educación superior. “En las etapas iniciales del desarrollo —afirma Horacio Flores de la Peña— la influencia de la educación superior no debe sobrevaluarse. Baste recordar que la historia económica no registra el caso de un solo país que se hubiere educado primero y desarrollado después, o que haya creado tecnologías propias sin estar presionado porlas necesidades del desarrollo económico. Sólo hastalas etapas intermedias de desenvolvimiento la insuficiencia de técnicos y de personal calificado de nivel superior ejerce una influencia mayor, porque afecta adversamente la capacidad del país para incorporarse a la tecnología moderna, para investigar en forma propia y para lograr incrementos constantes de la producción del trabajo”.12


  C. Problemas de autonomía


  El concepto de autonomía está vinculado con las funciones del Estado y la Universidad. El primero la otorga mediante la expedición de una ley y la segunda la ejerce al realizar las actividades para las que fue creada. El origen y la práctica de la autonomía están estrechamente relacionadas con ambas instituciones y de ellas depende su ejercicio real.


  La autonomía se establece por el Estado en un acto de reconocimiento de las necesidades de libertad y autogobierno para el ámbito de la enseñanza superior y la investigación; al otorgar la autonomía el Estadose desprende de la función educativa superior y la deposita en las universidades, para que éstas la realicen por sí mismas, de acuerdo a sus propios ordenamientos. Para el ejercicio de estas actividades el Estado otorga recursos económicos que las universidades aplican libremente. La autonomía institucional concede derechos (libertad de cátedra, autogobierno, administración de recursos económicos) e impone obligaciones; éstas se concentran en el cumplimiento eficaz de los fines de la universidad. La responsabilidad en el cumplimiento recae en toda la comunidad universitaria: autoridades, profesores y estudiantes.


  Por la naturaleza de las actividades que realiza una universidad, en las que se usa, se transmite y se crea el conocimiento mediante el ejercicio del pensamiento, la enseñanza y la investigación, la autonomía es fundamental para que este conjunto de trabajos se cumpla sin menoscabos y sin presiones, con independencia intelectual. La autonomía se sustenta fundamentalmente en la autoridad moral que se reconoce a las universidades, y por ello su fuerza es también esencialmente moral.


  Los problemas de la autonomía se han considerado siempre en la relación universidad-estado, es decir, que en éste pueden dirigirse, apoyarse o promoverse acciones destinadas a vulnerar o perturbar la vida institucional, con mengua de sus libertades académicas, o mediante la intervención, directa o indirecta, en asuntos de la estricta competencia de la universidad. Problemas de este tipo dependen de circunstancias diversas prevalecientes en el ámbito educativo o externas a éste, pero que influyen en forma preponderante en el desarrollo de sus actividades. La historia de la educación superior autónoma registra problemas de esta naturaleza, pero no es posible generalizar la afirmación para todo el sistema, ni pretender quesea válida para todo tiempo.


  Por otra parte, en el proceso histórico de las instituciones de educación superior, simultáneo y paralelo al proceso económico y social del país, han surgido nuevas situaciones que por sus características modifican los planteamientos originales sobre los posibles ataques a la autonomía, circunscritos a la relación universidad-estado. La complejidad de los problemas que han enfrentado las universidades en los últimos años incluye conflictos de índole política, ode origen distinto pero con frecuencia difuso, promovidos o apoyados por individuos y grupos que obviamente no responden al interés de la educación superior, y realizados por personas pertenecientes a las mismas instituciones o ajenas a ellas, que configuran claramente ataques a la autonomía en la medida en que obstaculizan el cumplimiento de las funciones de las universidades, interrumpen su actividad y alteran el orden institucional. En ocasiones estos conflictos irrumpen con gran violencia y no sólo perturban las actividades docentes y de investigación, sino que además dejan un saldo de destrucción en las instalaciones físicas. Ante estos problemas, y con relación a los sucesos que afectaban a varias universidades —entre las que se contaba la Universidad Nacional Autónoma de México, donde se perpetraron actos delictuosos que perturbaron toda su actividad— los rectores y directores de las universidades e instituciones de educación superior suscribieron en 1972 un documento en el que se definen aspectos fundamentales de autonomía y se establecen principios institucionales sobre la relación universidad-sociedad-autonomía. En este documento se afirma en su parte declarativa:


  I. “Sin excepción, todas las instituciones de educación superior de la República están en un proceso de reforma con el propósito de cumplir plenamente las funciones que tienen asignadas y aprovechar los crecientes recursos que la nación pone en sus manos.


  II. “Esta reforma es consustancial a la pervivenda de las instituciones. La continuaremos aun cuando entrañe conflicto con quienes se oponen al cambio racional. Estamos convencidos de que con ella se fortalecerá el desenvolvimiento social de la nación.


  III. “La autonomía universitaria es imprescindible en el cumplimiento de los fines de la educación superior. Aun en aquellas casas de estudios en quela autonomía no forma parte de su estructura jurídica, consideramos inviolable la independencia académica y la libertad de cátedra e investigación que la sustentan.


  IV. “Siendo la razón el fundamento de la autoridad moral de las instituciones educativas y la justificación de su propia existencia, condenamos todos aquellos procedimientos que intentan impedir las tareas de educación, investigación y difusión de la cultura en un clima de libertad.


  V. “Condenamos la violencia en todas sus formas y manifestaciones, porque intenta suprimir la libertad de nuestros centros educativos al deteriorar su imagen frente a la sociedad, condenamos las provocaciones y la agresión de dentro y fuera de las comunidades educativas. Consideramos que cualquier género de represión, venga de un individuo, un grupo o una institución, tenga su origen en el seno de la comunidad académica o fuera de ella, o adquiera carácter de presión económica o política o de violencia física, deja el campo libre a quienes se oponen al desarrollo soberano del país.


  VI. “Respetar el orden jurídico en que debe desenvolverse la vida nacional significa postular el derecho incontrovertible a ser respetados. Exhortamos a la comunidad educativa nacional a mantener incólume ese derecho. Esto no debe traducirse en la pérdida de nuestras prácticas cívicas. Ejercer el examen y la crítica de la sociedad y sus institucioneses característica propia de una comunidad académica. Este quehacer tiene sólo una limitación: el respeto mutuo.”13


  En ocasión de los disturbios de los últimos meses de 1972, que motivaron la declaración antes citada, el Presidente de la República, en un acto público que congregó a universitarios, intelectuales y artistas del país, propuso que la autonomía se elevara a garantía constitucional, para proteger y asegurar, con base en una disposición legal del más alto rango, las tareas de docencia e investigación de las universidades. La propuesta presidencial provocó reacciones en favor y en contrá, manifestándose éstas en mayor medida dentro de las comunidades universitarias, lo que motivó el abandono del proyecto.


  D. El sindicalismo universitario


  En los últimos cinco años se ha desarrollado en la mayoría de las universidades del país un movimiento sindicalista apoyado por profesores y trabajadores universitarios, orientado a la defensa de sus derechos laborales y al establecimiento de condiciones contractuales entre estos organismos y las instituciones educativas.


  Los sindicatos universitarios existen en el país desde hace varios años: el primero se estableció en 1960 en la Universidad de Coahuila y el segundo en la Universidad de Nuevo León, en 1963. Sin embargo, no es sino hasta diez años después que se generaliza en el sistema este tipo de organización laboral. Condiciones económicas precarias y ausencia de una reglamentación suficiente que reconociera derechos laborales de profesores y trabajadores, propiciaron la multiplicación de estos organismos, cuyas demandas cobraron mayor fuerza en la medida que se agudizó el proceso inflacionario que ha afectado a la economía nacional en los últimos años.


  La legislación laboral se sustenta en el Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las disposiciones de este Artículo se dividen en dos grandes apartados: el aparatado A, para regular las relaciones laborales “Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general todo contrato de trabajo”; el apartado B, regula las relaciones laborales entre los poderes de la Unión, el Gobierno Federal y los trabajadores. El Artículo 123 consagra el derecho de huelga para todos los trabajadores, tanto los comprendidos en el apartado A como en el B, pero se establece una diferencia muy importante: en el primer caso, la huelga será lícita cuando tenga por objeto: “conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la producción, armonizando los derechos del trabajo con los del capital”. En el caso del apartado B, los trabajadores podrán hacer uso del derecho dehuelga “cuando se violen de manera general y sistemática los derechos que este artículo les consagra”.


  En la práctica, hay sindicatos de universidades registrados de acuerdo a lo establecido en el apartado A, pero también los hay registrados con base en las disposiciones que regulan las relaciones de los trabajadores con los gobiernos de las entidades federativas; en otros casos los sindicatos no han sido registrados, bien porque éstos se han negado a solicitarlo o porque se ha negado el registro solicitado con base en el apartado A. Por otra parte, hay universidades con un sindicato que agrupa a profesores y trabajadores, otras con sindicatos para cada uno de estos grupos, y aun hay casos en que existen más de dos sindicatos, por divisiones gremiales.


  El conflicto se ha suscitado, no en relación con la legitimidad de los derechos laborales, o de las prestaciones económicas o sociales que se demandan, los que esencialmente se reconocen, sino a propósito del derecho de huelga. Las reclamaciones no satisfechas total o parcialmente de firma de un contrato colectivo, de aumento de salarios o de otras prestaciones, han llevado frecuentemente a la interrupción de todas las actividades de una universidad, incluidas las actividades académicas y de investigación, al ejercer los profesores o trabajadores, o ambos, el derecho de huelga cualquiera que sea la condición jurídica del sindicato. Esta situación ha afectado notoriamente los programas de docencia y de investigación en las universidades que han sido llevadas a la suspensión de sus labores en periodos cuya prolongación en el tiempo depende de la solución del problema planteado. Además, como ya se explicó en el apartado sobre preparación de presupuestos,14 estas peticiones regularmente rebasan la capacidad económica de las instituciones, las que se ven obligadas a negociar con el Gobierno Federal o con el Gobierno del Estado las aportaciones complementarias.


  Este problema ha dejado ver deficiencias legislativas en materia de relaciones laborales de las instituciones de educación superior con sus profesores y trabajadores administrativos. En el mes de agosto de 1976, el Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México elevó al Presidente de la República una propuesta para adicionar al Artículo 123 de la Constitución un apartado especial para regular este tipo de relaciones laborales. Las principales características de la legislación propuesta, referida a las universidades e institutos de educación superior, con excepción de las dependientes del gobierno de launión y de los gobiernos de las entidades federativasson:


  a) Se reconoce al derecho del personal académico y administrativo a organizarse en sindicatos o asociaciones, dentro de las normas de libertad de cátedra é investigación y de acuerdo con los finesuniversitarios.


  b) Los sindicatos o asociaciones del personal académico serán diversos de los sindicatos o asociaciones del personal administrativo.


  c) Los sindicatos tendrán el derecho de huelga sólo cuando se violen en forma sistemática, general y reiterada, las condiciones laborales.


  d) El Consejo Universitario o el órgano académico equivalente establecerá todo lo relacionado con las cuestiones de carácter académico, incluyendo el ingreso, promoción y definitividad del personal académico.


  e) Las condiciones laborales del personal administrativo se establecerán en un convenio colectivo, y las del personal académico en otro distinto.


  f) No se limita a las universidades e institutos el derecho a la libre admisión de su personal académico, ni se establece la exclusión forzosa de cualquier tipo de personal.


  Esta propuesta fue apoyada por unos y rechazada por otros. En favor de la propuesta se argumentó que con esta legislación se obtenía, por una parte, el respeto a los derechos laborales, y además, la garantía de respeto a las funciones académicas y de investigación sin menoscabo de los citados derechos. Se dijo también que no era legítimo pretender garantizar los derechos laborales con menoscabo de las funciones académicas, o a la inversa, querer imponer éstas con desconocimento de aquéllos. En las posiciones de rechazo se afirmó que los problemas actúales de las universidades no han sido causados por los sindicatos, sino por los responsables de la educación superior, y que el proyecto propuesto no tomó en cuenta “las realidades que actualmente norman la actuación de los grupos sociales en la Universidad Nacional”. Se afirmó también que el proyecto era antilaboral y antiuniversitario, y que la legislación vigente (aparatado A del mencionado Artículo 123) era aplicable a las relaciones laborales de las universidades con sus trabajadores.


  Las opiniones en pro y en contra se expresaron en audiencias públicas a lo largo de dos meses, presentándose argumentos de orden jurídico y social, y consideraciones de carácter histórico. En el fondo, el problema del sindicalismo universitario ni se limita a situaciones de relación laboral, ni puede analizarse exclusivamente desde un punto de vista jurídico. La actuación de estos grupos y sus dirigentes, en su gran mayoría, se identifica con las corrientes del denominado “sindicalismo independiente” y se ubica en un contexto sociopolítico que va evidentemente más allá del ámbito de las universidades e institucionesde educación superior.


  En fecha reciente el sindicato de trabajadores y el sindicato de personal académico de la Universidad Nacional se unieron para formar una nueva agrupación sindical. El problema sigue vigente y exigirá en un corto plazo definiciones de orden jurídico, social e institucional, capaces de abarcar la complejidad de los diversos elementos que lo animan.
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  IV. LA EFICACIA DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR


  1. OBJETIVOS SOCIALES


  A. Las oportunidades de acceso a la educación superior


  En el capítulo II se presentaron cifras e información general sobre el proceso de crecimiento del sistema de educación superior en los últimos años. En el periodo 1970-1977 el incremento total de población escolar fue del 158%, lo que significó en números absolutos la duplicación del estudiantado en los últimos cuatro años. De continuar esta tendencia, puede esperarse que para 1980 la población escolar en el sistema de educación superior será aproximadamente de 1 100 000 estudiantes.


  Este proceso de expansión de los servicios educativos en el nivel superior, que permite recibir cada año mayor cantidad de alumnos, es resultado de un gran esfuerzo por aumentar las oportunidades de educación entre los aspirantes a ingresar en las universidades e instituciones de educación superior.


  Sin embargo, las universidades han sido calificadas como elitistas porque su estudiantado procede en su mayor parte de las clases media y alta, accediendo a ellas sólo un porcentaje menor de alumnos procedentes de familias de bajos ingresos. También se afirma que las universidades forman individuos orientados a servirse de su profesión sin una clara conciencia social que los lleve a participar en la solución de los problemas de la comunidad. Este último aspecto se tratará en un apartado posterior, para ocuparnos ahora del carácter elitista de las universidades e instituciones de educación superior.


  El porcentaje de población del grupo de edad 20-24 años atendido en educación superior, como se explicó en el apartado sobre el crecimiento del sistema, pasó de 2.7% en 1960, al 5.4% en 1970, para llegar al 10.4% en 1975. De ser cierta la afirmación del carácter elitista de las universidades, estos porcentajes de atención escolar significarían que el aumento de las oportunidades de educación está destinado preferentemente a la población media y alta, puesto que de estos grupos sociales procede el alumnado. En realidad, no se dispone de información suficiente y confiable sobre el origen socioeconómico de los alumnos de educación superior, que permita afirmar con seguridad cómo se integra esta población escolar. Sin embargo, datos disponibles sobre la permanencia de los alumnos en otros niveles del sistema educativo nacional permiten identificar el tipo de población escolar que ingresa a la educación superior.


  En el caso de la escuela primaria, el problema no consiste solamente en garantizar el acceso a este nivel de todos los niños en edad escolar, sino en lograr su permanencia hasta concluir el ciclo. De cada 100 alumnos que ingresaron al primer año de la escuela primaria en 1959, solamente egresaron del sexto año 22 en 1964. Esta situación tiene mejoría en los años posteriores, al terminar 32 de 100 niños en el periodo 1965-1970. Las cifras, por otra parte, son distintas si se confronta la zona urbana con la zona rural, como se presentan en el cuadro IX.


  [image: Cuadro IX Permanencia por grados en la escuela primaria]


  Como se puede ver en el cuadro anterior, el principio del problema de la composición social de la población escolar de los ciclos superiores de la educación se origina en el nivel de la educación primaria, cuyas cifras de retención o permanencia del alumnado muestran por sí mismas condiciones y factores externos al propio sistema educativo que afectan a la población en general, e inciden necesariamente en la población escolar que asiste a la educación primaria y a los otros niveles del sistema. La interrupción de estudios en la escuela primaria se debe a problemas de alumnos pertenecientes a familias de escasos recursos, habitantes de centros y regiones de baja economía, marginados social y económicamente. La baja retención de alumnos de la escuela primaria en las zonas rurales señala que en estos lugares el problema es más grave. Una población en número considerable habita comunidades muy reducidas, dispersas geográficamente, a las que no llegan fácilmente los servicios educativos; otra, residente en localidades mayores que tampoco cuentan con condiciones de vida aceptables y viven una economía precaria, incluida la población que se desplaza del campo por los problemas mencionados y se ubica en los grandes centros urbanos.


  La presencia en el nivel superior de estudiantes procedentes de la clase alta o media no obedece a restricciones impuestas por las universidades, pues de hecho éstas mantienen abiertas sus puertas a todos los solicitantes de ingreso y sólo unos pocos quedan afuera. La causa reside en el sistema nacional de educación, o mejor dicho, en las condiciones de vida de la sociedad que condicionan su eficacia. Esto quiere decir que llegan a la educación superior quienes han podido permanecer en sus estudios a lo largo de los distintos ciclos que anteceden al superior. De cada 100 alumnos que estudiaban la escuela primaria en 1970, había dos en educación superior. En 1976 esta proporción fue de 100 a cuatro.


  Por lo que respecta al sistema de educación superior en relación con las oprtunidades de acceso que ofrece, el procedimiento establecido de ingreso abierto, el cual opera en la mayor parte de las instituciones, no permite afirmar, por el solo hecho de facilitar la entrada a los estudios superiores, que se están brindando más oportunidades de educación; como a la inversa, tampoco significaría que se reducen estas oportunidades si se establecen procedimientos rigurosos de ingreso a las universidades. En última instancia, el aumento de las oportunidades de acceso a la educación superior como un objetivo social, debe considerarse con relación a dos factores: la capacidad del solicitante para realizar rigurosamente los estudios superiores, y la capacidad de la institución para ofrecerlos con la eficiencia requerida. Abrir el ingreso a la educación superior sin esta doble capacidad no significa, necesariamente, la ampliación de las oportunidades de acceso.


  B. Educación superior e investigación


  De las tres funciones asignadas a las instituciones de educación superior, la de docencia utiliza la mayor parte de los recursos presupuéstales disponibles. Pero si esta situación explica la falta de actividades en el campo de la difusión de la cultura, no basta para esclarecer por qué hay poca o nula investigación en las instituciones. No es por la carencia de recursos económicos que se realiza poca investigación, sino por razones de otra índole, relacionadas con la capacidad institucional en su conjunto, la concepción académica que rige las actividades docentes y en general la orientación que anima el cumplimiento real de las funciones.


  El primer obstáculo para la realización de investigación radica en el tipo de enseñanza impartida, que no considera como elemento importante del aprendizaje la participación activa del alumno, al imponer formas de transmisión del conocimiento sustentadas fundamentalmente en la recepción de información. Entre la transmisión de lo que ya se conoce y la creación de nuevos conocimientos, en el proceso de enseñanza-aprendizaje se requiere la utilización del conocimento, con la que propiamente se inicia la participación activa del alumno. De otra forma, predomina la sola transmisión de conocimientos con una enseñanza teórica en la que no se logra el cumplimiento cabal de los fines de la educación. Con este problema se relacionan los profesores, los programas de estudios y las metodologías de la enseñanza. En la medida en que un profesor no cuenta en su formación personal con la experiencia de la investigación, no podrá transmitir a sus alumnos esta forma de adquisición de conocimientos. En la medida en que el profesor sea solamente un transmisor de lo ya conocido, estará limitando la capacidad de sus alumnos para introducirse en el aprendizaje propiamente dicho. Este tipo de profesor aplica, sin duda, metodologías obsoletas que poco o nada ayudan al alumno para superar esta condición. Los programas de estudio muy difícilmente podrían concebirse ajenos a esta situación, de modo que todos los aspectos aquí considerados se estimulan entre sí para afectar por igual la capacidad de las instituciones para realizar investigación.


  La relación investigación-docencia es muy limitada, aun en aquellas instituciones que desarrollan programas de investigación, pues éstos se realizan independientemente de los programas de docencia. Por todas las razones apuntadas el profesor-investigador no es frecuente. Aunque hay excepciones, puede decirse que en las universidades donde no existen estudios de posgrado se carece de investigación, pero la existencia de este tipo de estudios tampoco puede garantizar categóricamente que se trabajan programas de investigación. En los últimos años se han establecido en varias instituciones estudios de maestría que no se apoyan en trabajos de investigación. Sin embargo, no puede desconocerse que tanto la extensión en todo el país de estudios de posgrado, como la multiplicación de las oportunidades que ahora se ofrecen a los profesores para cursar estos estudios, tanto en el país como en el extranjero, han permitido modificaciones importantes en la docencia, en la medida en que los egresados de estos estudios regresan a los cuerpos de profesores de las instituciones. Este efecto es más significativo en la medida en que se integran grupos de profesores cuya capacidad de promover conjuntamente acciones de cambio es evidentemente mayor que la de un profesor aislado. En la actualidad, las instituciones dedicadas exclusivamente a los estudios de posgrado, y las que ofreciendo el nivel de licenciatura tienen ya varios años de impartir cursos de maestría y doctorado, disponen de los elementos necesarios para realizar investigación, y de hecho en estas instituciones es donde se desarrollan los pocos programas de investigación que se trabajan dentro del sistema de educación superior.


  Pero la estructura y concepción de la docencia no son los únicos problemas para la investigación. Con base en los programas de apoyo a la formación de profesores como se explicó antes, en los últimos cinco años ha sido posible incorporar a los cuerpos docentes de las instituciones a quienes han terminado estudios de posgrado, en cifras todavía modestas pero muy importantes si se comparan con las de periodos anteriores. La experiencia ha demostrado que no basta preparar a los profesores con estudios de posgrado, si no se ha previsto la forma de aplicar sus conocimientos a su regreso, en programas específicos de docencia y de investigación. Esto ocurre por falta de recursos económicos, y por carencia de equipo en laboratorios y talleres, pero principalmente por la falta de una planeación adecuada y por la escasa o nula relación de las instituciones de educación superior con los diversos sectores de la sociedad.


  En la falta de planeación y en la insuficiente relación con los sectores de la producción y los servicios, públicos y privados, encontramos el otro gran obstáculo para el desarrollo de la investigación en las instituciones de educación superior. Por una parte, se desvincula la educación de los problemas y las necesidades de la sociedad, circunstancia que además se reflejará en la docencia que se imparte y el tipo de conocimientos que se transmite; y por la otra, se desperdicia una capacidad instalada que podría servir con mayor eficacia a la región y al país en el estudio y solución de problemas específicos.


  Las condiciones de la investigación en las universidades e instituciones de educación superior no son muy distintas de las existentes en el país, esto es, se realiza muy poca investigación a nivel nacional. Factores de dependencia económica, tecnológica y cultural, inciden fuertemente sobre instituciones educativas y de otro tipo, impidiendo el desarrollo de la capacidad de investigación. Pero al mismo tiempo, se espera que mediante este tipo de desarrollo se logre superar estas situaciones de dependencia. En los últimos meses de 1976, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología concluyó el Plan Nacional Indicativo de Ciencia y Tecnología, trabajo elaborado por encargo del Presidente de la República y que se realizó en el término de dos años. “El problema básico del funcionamiento del sistema científico y tecnológico —se afirma en este documento— no radica tanto en el desequilibrio entre las diversas fases de la investigación y el desarrollo, sino fundamentalmente en la desarticulación que éstas presentan entre sí y respecto a las actividades educativas y productivas del país. Existen escasos nexos entre la investigación básica, la investigación aplicada y el desarrollo experimental, de tal forma que no se establece un continuum que permita la generación de conocimientos cada vez más cercanos a su aplicación”.2 Por otra parte, puede afirmarse que a pesar de que el Gobierno Federal y los gobiernos de los estados tienen a su cargo el sostenimiento de la educación superior en México (el 86% de la población escolar estudia en instituciones públicas), no utilizan suficientemente el potencial de investigación con que cuentan las universidades e institutos para resolver, o al menos estudiar, algunos de los problemas que aquejan al país, como pueden ser salud y producción agrícola, para citar sólo dos de los más importantes. Una modificación en este tipo de relación permitiría sin duda desarrollar la investigación y superar la desvinculación mencionada en el texto recogido del Plan Nacional Indicativo de Ciencia y Tecnología.


  C. La contribución de la educación superior a la resolución de los problemas sociales


  Las funciones de las instituciones de educación superior son de interés social en tanto sus objetivos se identifican con la solución de problemas nacionales y con la prestación de servicios a la comunidad. Sin embargo, en la práctica no siempre ha sido posible lograr la realización de estos propósitos, por razones diversas originadas en la organización y contenidos de la docencia, en las relaciones establecidas por las mismas instituciones con los diferentes sectores de la sociedad y en la falta de programas orientados específicamente a la atención de las necesidades de la sociedad.


  La contribución de la educación superior a la resolución de los problemas sociales depende fundamentalmente de dos factores: en primer lugar, de programas concretos de las instituciones orientados a este fin, incluidos los programas de estudios; en segundo lugar, de la eficacia institucional para llevar a cabo estos programas y de las personas que participan en su ejecución.


  Los planes de estudios, y los programas que los integran, están dirigidos a la formación de profesionales y especialistas. En la medida en que los egresados de las instituciones corresponden a las áreas o especialidades que el país necesita, se está respondiendo a los requerimientos nacionales. Pero esta afirmación no tiene relevancia si no se considera en función de la calidad y la cantidad de egresados en relación con lo que el país demanda. En efecto, la contribución de las instituciones a la solución de los problemas sociales puede valorarse de manera distinta si el número de egresados es excesivo en determinadas carreras, o son por el contrario muy escasos en otras. Esto lleva necesariamente a una jerarquización de las diferentes áreas profesionales que permita señalar prioridades identificando del conjunto de profesiones y especialidades aquellas que el país más necesita para responder a programas de desarrollo nacionales y regionales. En la actualidad, el conjunto de instituciones del sistema proporciona notoriamente más egresados de determinadas carreras y muy pocos de otras. Qué tan bueno o recomendable sea esto, depende de factores externos a las mismas instituciones. Baste recordar que hasta hace pocos años, un 30% (aproximadamente) de los alumnos estaba registrado en carreras del área de ciencias sociales y administración: economía, derecho, contaduría pública y administración en sus diferentes especialidades.


  Si bien no ha habido a nivel nacional un plan de desarrollo económico y social, del cual derivar necesidades del país en relación con profesionales requeridos en diversas áreas, es posible detectar para algunas carreras las cifras de egresados y confrontarlas con el mercado ocupacional y el número de profesionales requerido. Es el caso de la carrera de medicina, donde la demanda de ingreso a estos estudios ha tenido en los últimos años un crecimiento explosivo, frente a una cantidad limitada de instituciones hospitalarias que por necesidad determina el número de estudiantes con posibilidades de acceder a esta carrera; de continuar esto se estará admitiendo estudiantes sin posibilidad de desarrollar en el momento requerido los trabajos clínicos y las prácticas hospitalarias exigidos por los curricula. Por otra parte, es necesario determinar si en el caso de medicina no hay excedente de egresados de acuerdo con las necesidades de los programas de salud establecidos por los organismos del Estado. En otras carreras se trata de situaciones diferentes, pero con efectos similares con relación a la cantidad de sus egresados. El desempleo y subempleo de egresados de educación superior no es problema imputable a las instituciones educativas, o al menos no sólo a ellas. Aunque no se dispone todavía de un estudio a nivel nacional sobre el desempleo y subempleo de los egresados de las universidades e institutos, es posible identificar la situación de algunas carreras por testimonios de diversa índole. El problema no es exclusivo del país, pues se presenta desde hace unos años a nivel mundial, como señaló Edgar Faure, con tendencia a agravarse en la presente década y de preferencia entre quienes realizaron estudios primarios o secundarios por una parte, y por la otra los egresados de la educación superior.3


  Al problema cuantitativo de los egresados con relación a requerimientos nacionales, desempleo y subempleo, se agrega el de la eficacia interna de las instituciones para cumplir sus funciones. Por una parte, como ya vimos, el crecimiento de la demanda social de educación ha impuesto la ampliación de los servicios educativos, lo que ha significado necesidad de más profesorado, más instalaciones y más recursos económicos. En la medida en que no se obtienen estos recursos en forma suficiente, no puede evitarse una disminución en la calidad de la enseñanza si con lo disponible debe atenderse un mayor número de estudiantes. Es el caso del profesorado, pues si bien se cuenta en general con más y mejores edificios escolares y con presupuestos más amplios, la planta docente, aunque ha aumentado en número suficiente para atender a más población escolar, no puede afirmarse que se hayan reclutado en todos los casos profesores calificados, en primer lugar porque el país no estaba preparado para atender los incrementos de población, y en segundo lugar porque no disponía el sistema de los servicios de mejoramiento y formación para sus profesores. Esto ha afectado, sin duda, la calidad de la función docente; por lo que respecta a los recursos económicos, que aunque multiplicados continúan siendo insuficientes, se aplican a la docencia en detrimento de la investigación. En suma, la posibilidad de alcanzar los objetivos sociales de las universidades e instituciones de educación superior se ve disminuida en razón directa de la disminución de la calidad de la educación.


  De todas formas, la calidad de la educación no puede garantizar, por sí sola, que una institución educativa se identifique con los objetivos sociales de la educación superior (como a la inversa, tampoco basta que una institución manifieste su interés y dedicación a dichos objetivos, mientras sus funciones se cumplen insatisfactoria o insuficientemente). Es necesario en consecuencia que se integren ambos aspectos: eficiencia institucional y orientación hacia objetivos sociales. En el apartado que se dedicó a las oportunidades de acceso a la educación superior se hizo mención a la procedencia social de los alumnos y al tipo de formación que reciben, egresando con falta de conciencia social y orientados a un ejercicio profesional individualista. Con respecto a lo primero, en tanto la población escolar de las instituciones educativas superiores se componga de alumnos procedentes de las capas alta y media de la sociedad, no podrá afirmarse que el acceso a la educación superior sea un importante factor de movilidad social. Respecto a lo segundo, puede decirse que ocurre en la medida en que los planes y programas de estudios, y las actividades docentes, prácticas o de investigación ligados a ellos, desatienden la relación que debe existir entre la institución y la sociedad, en tanto aquélla sirve a ésta. En este sentido, las relaciones de la institución educativa con la sociedad será la de sus profesores y alumnos mediante la operación de programas y actividades orientadas a este fin.


  La participación de la universidad en la solución de los problemas sociales se cumple a través de sus egresados y directamente por las instituciones en la actividad de sus investigadores, profesores y alumnos, y su valor se medirá en función de la capacidad real de trabajo profesional y de alto nivel de los individuos, así como de la estructura operacional de la institución.4


  El servicio social es obligatorio, por disposición legal, para todos los que estudian una carrera y desean obtener un grado profesional. Se concibió como una actividad que permitiría al egresado acercarse a los problemas sociales o económicos de su localidad o región, o de otras regiones del país, en el área correspondiente a sus estudios, aplicar sus conocimientos y servir a la comunidad. En sus orígenes, el servicio social se consideró como necesario para compensar el aislamiento del alumno, durante el tiempo de sus estudios, de la realidad del país. Hasta el presente, los estudios superiores mantienen en su mayor parte esta condición de aislamiento, pero el servicio social no se ha podido operar con eficacia, y se ha convertido en un trámite que se cumple de diversas maneras para la obtención del título.


  En cuanto a los programas especialmente orientados al estudio y resolución de los problemas sociales, difícilmente pueden concebirse independientemente de las funciones de docencia e investigación, aunque pueden quedar comprendidos, así sea parcialmente, en las de extensión cultural, pues es muy poco probable que se conciban en forma separada de las actividades regulares de profesores y estudiantes.


  En general, los objetivos sociales de la educación superior no se han alcanzado en todo el sistema, a pesar del conjunto de recursos y servicios que lo integran, y no obstante encontrarse contenidos expresamente en las disposiciones legales que norman lasfunciones de las universidades e institutos.


  2. LA CAPACIDAD DE INNOVACIÓN EN EL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR


  A. Los cambios en la organización institucional


  Una de las características del sistema de educación superior ha sido su resistencia al cambio. Apenas hace unos pocos años se iniciaron algunos programas orientados a transformar una estructura administrativa y académica muy tradicional. Desde sus orígenes, las universidades se han dividido en facultades y escuelas, desarrollando sus actividades independientemente unas de otras. Esto ha traído como consecuencia el aislamiento de todas ellas entre sí, el desconocimiento mutuo de la forma en que trabajan, la multiplicación del gasto en la medida en que actividades comunes, equipo y otros recursos institucionales no son compartidos. Todo esto se traduce en una imperfecta comunicación interna, y en dificultades para obtener, a nivel institucional, una adecuada coordinación e integración de sus funciones.


  El problema se ha vuelto más complejo a medida que las instituciones crecen y aumentan sus actividades. Al mismo tiempo, se han dejado sentir sus efectos, sobre todo si la institución pretende emprender algún cambio sustancial en su estructura o en la forma en que realiza sus funciones. Ante este tipo de problemas se ha optado, primeramente, por estudiar experiencias de otros países, y posteriormente por intentar la implantación de modelos extranjeros, concretamente el sistema departamental. Si bien esto no se ha presentado en todas las instituciones, sí existen algunas experiencias al respecto, con resultados muy desiguales, los que dependen de muchas circunstancias, desde el tamaño de las instituciones y el número de sus alumnos, hasta del tipo de profesores involucrados en el cambio. En algunos lugares se ha intentado mantener la división por facultades y escuelas e introducir la departamentalización para efectos de organización docente. Aunque no se han evaluado estos cambios, se puede afirmar que en aquellos lugares donde se ha pretendido implantar la departamentalización suprimiendo las facultades y escuelas, no ha sido posible hacerlo; en otras partes, donde se intentó mantener ambos tipos de organización,ha prevalecido la tradicional.


  El establecimiento de una nueva organización académica ha sido posible en las instituciones que se han creado en fecha reciente. Es el caso de la Universidad Autónoma Metropolitana, creada a fines de 1973, con iniciación de actividades en 1974. Esta Universidad se dividió en tres unidades académicas, distribuidas en la zona metropolitana del Valle de México. Tiene un rector general para las tres unidades, y cuerpos colegiados que se integran con representaciones de cada unidad, pero éstas cuentan con un rector de unidad y sus respectivos cuerpos colegiados. En vez de facultades y escuelas hay divisiones, por áreas de conocimientos, las que se dividen en departamentos, por disciplinas específicas o por conjuntos homogéneos de éstas.


  Por lo que se refiere a la administración, en general se mantienen los sistemas tradicionales y sólo en algunas instituciones se ha implantado la descentralización presupuestal. La administración de la educación superior adolece todavía de muchas limitaciones, lo cual se origina en la falta de personal especialmente formado para estas tareas. Con excepción de algunos puestos que exigen una preparación profesional, como es el caso de los contadores públicos y los contralores, todavía se asignan funciones administrativas a personal que no ha sido específicamente preparado. La administración de la educación superior ha merecido en fecha reciente la atención de autoridades y responsables de alto nivel en las instituciones, y se han elaborado ya proyectos dedicados a la formación y capacitación de personal administrativo, en diferentes áreas y niveles de ejecución. Actualmente se trabaja también en la implantación de los presupuestos por programa, los cuales adquieren mayor importancia frente a los procedimientos y sistemas de asignación de recursos por parte del sector público. Conjuntamente con lo anterior, se trabaja ahora en el diseño de modelos de programación institucional, para su posible utilización en universidades e institutos del sistema.


  B. La innovación curricular


  La resistencia a los cambios curriculares se encuentra no sólo en las instituciones sino también en los alumnos. Las instituciones no disponen, en la mayor parte de los casos, de especialistas en investigación o en tecnología educativas que generen proyectos experimentales en diseños curriculares y en metodologías de enseñanza. A nivel nacional se ha acordado por los rectores y directores de las instituciones un considerable número de recomendaciones sobre aspectos curriculares, las que en la práctica han sido atendidas sólo parcialmente. Un acuerdo de 1971 sobre la composición de los estudios de licenciatura se refirió a su duración, de cinco o seis años, para su posible reducción en el tiempo, sin afectar los contenidos básicos y los niveles de conocimientos mediante el uso de nuevas metodologías de enseñanza. En cuanto a los estudios de licenciatura, se determinó que en una primera etapa del curriculum deberían tener una orientación eminentemente formativa, mediante la adquisición de conocimientos y su aplicación; además, se consideró que en una segunda etapa los estudios serían de carácter especializado. La ejecución de un acuerdo de esta naturaleza, dirigido a la modificación de los curricula de nivel licenciatura en todas las áreas, implicaba la capacidad institucional para conformar los nuevos planes y programas de estudios con las características apuntadas, es decir, se requería de especialistas en diseño curricular, enseñanza por objetivos, métodos de enseñanza, tecnología educativa, así como especialistas, o profesores dedicados exclusivamente a la docencia, en cada una de las áreas o carreras existentes en el nivel de licenciatura. Evidentemente, entonces no se disponía de este personal especializado, y en consecuencia las recomendaciones acordadas a nivel nacional no se llevaron a la práctica, o sólo parcialmente y en muy pocas instituciones. Otros acuerdos pasaron por circunstancias similares, como por ejemplo el relativo a la valoración de los programas de estudios mediante el sistema de créditos académicos. La escasez de recursos docentes para establecer variedad de cursos de carácter opcional llevó, entre otras razones, a una implantación de créditos académicos en muy pocos lugares, aunque en muchos casos permitió detectar planes de estudios con una carga excesiva de horas de docencia, y se produjeron cambios positivos en la composición curricular de los estudios de varias carreras.


  En la actualidad se dispone de mejores elementos para operar estos y otros cambios curriculares, porque se cuenta con especialistas que se han formado en los últimos años; de todas formas, por el número de instituciones y la amplitud de los servicios educativos en todo el sistema, sería muy difícil poder afirmar con certeza que en general existe capacidad para realizar innovaciones curriculares. Mediante el programa de formación de profesores de la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior ha sido posible formar especialistas en tecnología educativa y difundir en la mayor parte de las instituciones cursos y talleres dedicados al mejoramiento y formación de profesores. En varias universidades se han establecido centros y departamentos dedicados a atender a los profesores locales y la tarea continúa multiplicándose. Este esfuerzo deberá seguir para poder responder a las exigencias de un sistema educativo en expansión.


  Tres aspectos de innovación curricular se han puesto en práctica en algunas instituciones: el denominado “tronco común”, los estudios interdisciplinarios y la reducción en la duración de los estudios de licenciatura. El “tronco común” responde a la concepción de “estudios generales” en un área determinada, anterior a la elección de carrera y con opción para continuar cualquiera de las correspondientes al área, o incluso de otra diferente, previo cumplimiento de determinados requisitos académicos. Mediante el establecimiento de estos estudios generales de área se pretendió también propiciar el ingreso a otras carreras diferentes de las generalmente seleccionadas por los alumnos. Por otra parte, con la creación de estudios interdisciplinarios se ha intentado modificar los cuadros tradicionales de carreras profesionales, abriendo más las oportunidades de estudio de una determinada especialidad en la medida en que se integra con conocimientos procedentes de otras. Algunas instituciones han operado con el tronco común o con los estudios interdisciplinarios, pero en el caso de la Universidad Autónoma Metropolitana se han puesto en operación ambos, más la reducción de estudios. La respuesta de los alumnos, en cuanto al “tronco común”, no ha variado mucho en relación con la selección tradicional de carrera. En relación con los estudios interdisciplinarios, puede decirse que hay una tendencia a preferir lo que ya se conoce, contra lo que por ser una innovación se califica como experimental y en consecuencia menos confiable que las carreras tradicionales. En cuanto a la duración de los estudios, algunos alumnos han confundido estas carreras con las de nivel medio, considerando que las superiores deben tener por necesidad la duración tradicional.


  En resumen, se han puesto en operación algunos cambios curriculares y se cuenta cada vez con mejores condiciones para implantarlos en más lugares, pero en general el sistema es resistente a la modificación de los curricula tradicionales.


  3. LA EFICIENCIA DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR


  A. La evaluación institucional


  Se pueden distinguir, cuando menos, dos formas para la evaluación institucional: el autoestudio o evaluación realizado por la misma institución, y la evaluación realizada externamente por otra o por otras instituciones, que pueden ser o no parte del sistema educativo. Ambos tipos de evaluación pueden efectuarse periódicamente y aplicarse a propósitos concretos, o servir solamente como análisis de las condiciones en que operan determinadas funciones.


  Desde hace varios años se ha intentado introducir la evaluación institucional, principalmente el autoestudio, con el propósito de conocer las deficiencias y los problemas que afectan a las universidades e institutos. Se consideró entonces (1969) que el autoestudio era el procedimiento más conveniente, por tratarse de un trabajo realizado en forma interna por los miembros de la institución. Estos intentos, promovidos por la Asociación Nacional de Universidades, no tuvieron éxito. En ese tiempo se realizaban por la misma Asociación las encuestas para una evaluación externa, trabajo que se limitó a nueve universidades y se llevó a su término.5 Este estudio de evaluación es propiamente el único que se ha podido efectuar con rigor metodológico, y permitió identificar los principales problemas de la educación superior en el país, mediante esta muestra representativa. En 1972 la Asociación Nacional de Universidades realizó un nuevo intento de evaluación de las instituciones, ahora enfocado a un análisis de las funciones de las facultades y escuelas, es decir, se pretendió hacer la evaluación, no de una o varias instituciones, sino de las carreras comprendidas en una área determinada, a nivel de todo el sistema. El propósito era, una vez probada la eficacia del procedimiento, extender la utilización de este modelo a otras áreas. Circunstancias ajenas al proyecto interrumpieron los trabajos, pero se obtuvo una buena respuesta de las facultades y escuelas. Se trataba conjuntamente de las carreras de agricultura y medicina veterinaria y se pudieron realizar algunas encuestas. Otro intento, el más reciente, se realizó en la Secretaría de Educación Pública, a través de la Dirección de Coordinación Educativa. En esta ocasión se diseñó un modelo de autoestudio, y se logró que algunas instituciones lo pusieran en práctica, pero no fue posible extender la experiencia ni obtener conclusiones en los casos en que se puso en práctica el autoestudio.


  Las dificultades para poner en operación procedimientos de evaluación institucional se deben en gran medida, a que este tipo de análisis no forma parte de los sistemas de operación de las universidades e institutos. Por ello, no se genera desde dentro la necesidad de la evaluación, ni existe disposición en funcionarios y docentes para ser examinados o evaluados en sus actividades en su propia institución, o desde fuera por otras instituciones educativas o por otros organismos públicos y privados. Sin embargo, se han realizado trabajos de evaluación institucional, sobre todo en instituciones privadas pero también en algunas instituciones públicas, y podría decirse que será más factible realizarlos en la medida en que respondan a programas concretos de desarrollo institucional y del sistema, y no se limiten a ser análisis desvinculados de las decisiones de autoridad, tanto de las institucionales como de las educativas nacionales.


  De la evaluación dependen importantes cambios en las instituciones y la introducción de innovaciones, académicas y administrativas; en general, en la evaluación descansa la posibilidad de procesar las etapas de planeación, que conducen a la aplicación de programas, los que a su vez, y en su momento, tendrán que someterse a la evaluación para continuar el ciclo.


  Para medir la eficacia de una institución es necesario evaluar la eficiencia de los sistemas que tiene en operación y la eficiencia de las personas que tienen a su cargo tareas administrativas, docentes y de investigación. En consecuencia, la eficiencia de un sistema es la de los individuos que trabajan en las instituciones, y por ello no es fácil obtener de los responsables de una actividad su aceptación para someterse a una evaluación. La falta de este tipo de análisis institucional impide conocer con certeza las condiciones reales de trabajo de las universidades e institutos. Para una más amplia aplicación de la evaluación institucional se requerirá, además de su adecuación o incorporcación a procesos más amplios de desarrollo institucional, determinar los indicadores básicos que deben tomarse en cuenta, así como los sistemas de medición para cada indicador, a fin de poder establecer cuáles son los límites mínimos y máximos —para aquellos aspectos que sean cuantificables— dentro de los cuales deben operar las instituciones.


  B. La eficiencia terminal


  La eficiencia terminal de las instituciones puede medirse en el número de sus egresados en relación con el número de alumnos de primer ingreso, en una cohorte que cubra el tiempo de duración de una carrera. También puede medirse la eficiencia terminal en relación con la calidad de los egresados, en función de las exigencias del mercado profesional.


  La eficiencia terminal por el número de egresados se estudió en tres universidades mexicanas, en un trabajo realizado en 1974.6 Se seleccionaron tres universidades representativas del conjunto, de diferente tamaño por el número de sus alumnos pero con idéntica estructura académica y régimen jurídico; se tomó como producto el número de egresados y como insumos el profesorado y los recursos financieros; la cohorte analizada se inicia en 1967 y se concluye cuatro, cinco o seis años después, al término de los estudios de las carreras, según su duración. El estudio demostró que la eficiencia terminal es mayor, es decir, un mayor número de egresados en relación al número de alumnos de primer ingreso, en donde se dispuso de más recursos económicos propios, y donde proporcionalmente se aplicó más gasto al nivel superior. Esta conclusión es importante porque significa que la eficiencia terminal en la educación superior puede disminuir en relación con el tamaño de los servicios del nivel medio superior que atienda una universidad; o sea que en el estudio la universidad que resultó con más alta eficiencia terminal fue la que tenía menos cantidad de alumnos en el nivel medio superior. En cuanto al profesorado, también se estableció la mayor eficiencia terminal en la institución que tenía más profesores de tiempo completo y medio tiempo. Por último, la universidad más joven (en función a la fecha de creación de las carreras profesionales) y con menos población escolar total registró la eficiencia más alta. Por una coincidencia, todos estos factores convergieron en una sola universidad: más joven; menor población escolar; más profesorado de tiempo completo y medio tiempo; menor población en nivel medio superior y mayor porcentaje de ingresos propios en su presupuesto. Podría concluirse que a nivel institucional todos estos elementos están directamente relacionados con la eficiencia terminal.


  A nivel del sistema, la eficiencia terminal se puede identificar, aunque sólo aproximadamente, confrontando las cifras de primer ingreso con las de egresados cinco años después (ver cuadro X). La información que se obtiene no es muy exacta, pues se está tomando la cantidad de cinco años como promedio de duración de las carreras, que en realidad se realizan en cuatro, cinco o seis años de estudios. Para obtener la información exacta se hubiera requerido separar la población de primer ingreso por carreras y de acuerdo con los años de duración, y confrontar la cifra primera con la de egresados en el año correspondiente. De todas formas, los datos que se obtienen permiten un primer acercamiento a este tipo de información. En el año escolar de 1969-1970 ingresaron al sistema de educación superior 68 193 alumnos; cinco años después, en 1973-1974, egresaron 39 186, es decir, un 57.46%. En el siguiente año (1970-1971) ingresaron 81 256 alumnos y en 1974-1975 egresan 44 722, lo cual representa el 55.03% del ingreso correspondiente. En 1971-1972 ingresan 91 331 y egresan en 1975-1976 52 185 o sea el 57.13%. El segundo egreso de los aquí considerados muestra una disminución de 2.43% en relación con el anterior, pero el siguiente egreso es mayor que su antecedente, aunque no alcanza a igualar al primero de los tres. Por último, en 1972-1973 ingresan 99 395 alumnos y cinco años después egresan 56 514, o sea el 56.8'%, porcentaje menor que el del año anterior.


  [image:  Cuadro X Alumnos de primer ingreso (licenciatura) Y EGRESADOS 1969-70 / 1976-77]


  Por otra parte, independientemente de la secuencia en el tiempo, importa saber si las cifras aquí presentadas como eficiencia terminal son las adecuadas para afirmar que el sistema de educación superior está proporcionando al país los resultados cuantitativos que se esperan, de acuerdo a su costo real y a la aplicación de los recursos disponibles, esto es, la pregunta es si de cada 100 alumnos que ingresan, es aceptable que egresen 55 o 57, o sea la mitad aproximadamente. En primer lugar, se ignora lo que pasa con la otra mitad, que deserta de los estudios por variadas razones, desde las puramente económicas, hasta las estrictamente académicas. ¿Qué decir sobre eficiencia terminal, o sobre eficiencia del sistema a lo largo de los estudios, en relación con los alumnos que no llegaron al final? Desgraciadamente, nada se sabe de las causas que llevan a un alumno a la deserción, y del destino de todos estos jóvenes que probablemente ingresan al trabajo, se mudan a otra carrera o esperan otra oportunidad para proseguir estudios de nivel superior.


  En cuanto a los que egresan, tampoco se conoce su ubicación en el mercado profesional. Se ignora si están empleados en una actividad adecuada a los conocimientos adquiridos y a su preparación profesional, o si las condiciones los han llevado a otra actividad distinta, al desempleo o al subempleo. Tampoco se conoce con certeza la aceptación del egresado en relación a su preparación y si responde a las exigencias de carácter técnico que impone el mercado ocupacional. Todo esto deberá conocerse por las instituciones de educación superior porque evidentemente la eficiencia terminal depende de factores internos, pero también de la información procedente del exterior y que seguramente llevará a adecuar o modificar procedimientos y sistemas. Aquí se presenta de nuevo la exigencia de la evaluación institucional.


  3. CONCLUSIÓN


  ¿Es eficiente el sistema de educación superior? Esta pregunta parece imponerse después de la información y comentarios desarrollados en las páginas del presente trabajo. No es posible pretender una respuesta categórica, en cualquier sentido, porque dejaría sin considerar muchos aspectos positivos o negativos. Más que intentar este tipo de respuesta, importa recoger las principales características del sistema y trazar un perfil, lo más cercano posible a la compleja realidad que es este conjunto de administradores, docentes, alumnos, planes, programas, instalaciones; presupuestos y recursos de toda índole que componen lo que se llama sistema de educación superior.


  La aportación de la educación superior al desenvolvimiento del país es innegable. Evaluar lo que los miles de egresados del sistema han realizado en beneficio nacional en los últimos 30 o 40 años implica referimos a campos de trabajo como comunicaciones, salud, energéticos, industria de transformación, agricultura, ciencias sociales, etcétera. En cada una de estas áreas y otras más el país ha podido superar condiciones de retraso o establecer nuevas actividades que sólo con la contribución de las instituciones educativas superiores fue factible incorporar al desarrollo nacional. Señalar, en consecuencia, las deficiencias y fallas del sistema no supone negar los aspectos positivos y los logros alcanzados, sino apuntar lo que impide obtener con mayor eficacia los objetivos específicos señalados a la educación superior.


  El sistema de educación superior en su conjunto ha sido resistente al cambio, en parte por la carencia de suficientes recursos humanos calificados y también porque se ha impuesto, a la necesidad de renovación, la necesidad de crecer en los servicios, de tal manera que pueda atender los incrementos ininterrumpidos a los que se han sometido sin excepción todas las instituciones. A pesar de todo, en los últimos años se ha obtenido, si no el cambio y la renovación, sí la conciencia de la necesidad del cambio, y en cierta medida la capacidad para realizarlo. El cambio, por sí mismo, no implica necesariamente la superación. La toma de conciencia a que hacemos aquí referencia ha sido resultado de un proceso largo, en el que se plantea precisamente la urgencia de la innovación como paso imprescindible para lograr metas y objetivos sólo parcialmente alcanzados.


  En las relaciones de la educación superior, es decir, de las instituciones que la imparten, con los diferentes sectores de la sociedad, vimos las limitaciones de aquéllas para participar con eficacia en la resolución de los problemas sociales. En una sociedad en vías de desarrollo, poco pueden hacer las instituciones de educación superior para superar los problemas nacionales si ellas mismas en su estructura y la realización de sus funciones se mantienen en lo que genéricamente se denomina “subdesarrollo”, esto es, improvisación, ineficacia, y falta de una conciencia social en sus componentes para participar en tareas de mayor dimensión y para beneficio de toda la colectividad. El ejercicio de la crítica y el señalamiento de las contradicciones sociales, de la injusticia y de las carencias nacionales no bastan para superar todos estos problemas; se impone además la exigencia de proponer soluciones concretas en el campo propio de trabajo de cada uno, y participar en su resolución con capacidad y eficacia. La capacidad de crítica conlleva la de la autocrítica. La investigación es parte vital para el desarrollo. Se identifica como el descubrimiento y aplicación de nuevos conocimientos. Si el subdesarrollo implica dependencia, ésta se revela en la carencia de una ciencia y una tecnología propias. Si la universidad no realiza investigación, no cumple cabalmente sus fines. Para realizarla se impone la necesidad de trabajar en altos niveles de desarrollo tecnológico y científico, a los cuales debe acceder la universidad a través de los altos niveles académicos que deberá alcanzar como institución. El desarrollo implica capacidad de solución para problemas de diverso tipo, sean económicos, sociales o técnicos, y es mediante la participación en esa solución que debe identificarse la universidad, a través del uso, aplicación y creación de los conocimientos. En la medida que esta actividad se desarrolle con capacidad propia, mayor es la posibilidad de participación.


  El sistema de educación superior se ha impuesto la necesidad de abrir las oportunidades de ingreso para un mayor número de personas. Por otra parte, uno de sus objetivos sociales radica en la preparación de individuos capaces de impulsar el desarrollo del país. Para cumplir lo primero, debe disponer de recursos suficientes que le permitan atender la demanda social de educación. Para obtener lo segundo también requiere de recursos de diversa naturaleza, y una programación adecuada que lleve al logro de los objetivos deseados. El ingreso a la educación superior se ha identificado como una oportunidad de acceder a mejores condiciones de participación en las tareas nacionales, lo cual está condicionado, sin duda, a la eficiencia del proceso educativo, que permitirá a los egresados este tipo de participación social y de superación individual. Vistas las limitaciones reales de las instituciones de educación superior para cumplir cabalmente sus fines, y por otra parte las exigencias nacionales de contar con profesionales y especialistas capaces de servir al país, puede hacerse el siguiente planteamiento: ¿en dónde se ubica el objetivo social de la educación superior, en el ingreso al sistema o en el egreso? El ingreso indiscriminado no parece garantizar el egreso eficiente, y en consecuencia tampoco garantiza la participación efectiva —de las instituciones y de sus egresados— en la resolución de los problemas sociales. Quizá en la toma de decisión frente a esta disyuntiva se encuentre la posibilidad de determinar la forma de alcanzar los objetivos sociales de la educación superior.


  Notas al pie


  
    1 Citado en Evolución reciente de la educación en América Latina. Un estudio de la UNESCO, VI, Sepsetentas, Núm, 234. México, 1974, p. 94.


    2 “Plan Nacional Indicativo de Ciencia y Tecnología”, Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, México, 1976. p. 16.


    3 Edgar Faure, et al., Aprender a ser. La Educación del Futuro, Alianza / UNESCO, Madrid, 1973. p. 161.


    4 Alfonso Rangel Guerra, “Universidad y desarrollo”, Revista de la Educación Superior, Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, México, Núm. 4, octubre-diciembre de 1975, p. 26.


    5 El estudio se realizó conjuntamente por la Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior y Educational and World Affairs. El trabajo estuvo a cargo del Dr. Richard G. King, de la Universidad de Harvard, y Alfonso Rangel Guerra, de la Asociación. Otras personas colaboraron en diferentes etapas del proceso. El trabajo se publicó en inglés en 1971 y en español en 1972. Ver bibliografía.


    6 Elioth Gálvez, Herculano Ríos y Rafael Villagómez. La eficiencia de la enseñanza superior en tres universidades mexicanas, Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior, México, 1974.

  


  APÉNDICE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN MÉXICO


  1. UNIVERSIDADES PÚBLICAS AUTÓNOMAS


  
    1. Universidad Autónoma de Aguascalientes.


    2. Universidad Autónoma de Baja California.


    3. Universidad Autónoma de Baja California Sur.


    4. Universidad del Sudeste.


    5. Universidad Autónoma de Coahuila.


    6. Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro.


    7. Universidad Autónoma de Chiapas.


    8. Universidad Autónoma de Chihuahua.


    9. Universidad Autónoma de Ciudad Juárez.


    10. Universidad Nacional Autónoma de México.


    11. Universidad Autónoma Metropolitana.


    12. Universidad “Juárez” del Estado de Durango.


    13. Universidad Autónoma de Guerrero,


    14. Universidad Autónoma de Hidalgo.


    15. Universidad Autónoma del Estado de México.


    16. Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo.


    17. Universidad Autónoma del Estado de Morelos.


    18. Universidad Autónoma de Nayarit,


    19. Universidad Autónoma de Nuevo León.


    20. Universidad Autónoma “Benito Juárez” de Oaxaca.


    21. Universidad Autónoma de Puebla.


    22. Universidad Autónoma de Querétaro.


    23. Universidad Autónoma de San Luis Potosí.


    24. Universidad Autónoma de Sinaloa.


    25. Universidad de Sonora.


    26. Instituto Tecnológico de Sonora.


    27. Universidad Autónoma “Juárez” de Tabasco.


    28. Universidad Autónoma de Tamaulipas.


    29. Universidad Autónoma de Tlaxcala.


    30. Universidad de Yucatán.


    31. Universidad Autónoma de Zacatecas.


    32. Universidad Autónoma de Ghapingo.

  


  2. UNIVERSIDADES PÚBLICAS ESTATALES


  
    1. Universidad de Colima.


    2. Universidad de Guanajuato.


    3. Universidad de Guadalajara.


    4. Universidad Veracruzana.

  


  3. INSTITUCIONES DEPENDIENTES DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA


  
    a) Enseñanza pedagógica


    
      1. Universidad Pedagógica.

    


    b) Enseñanza técnica


    
      1. Instituto Politécnico Nacional.


      2. Centro de Investigación y Estudios Avanzadosdel Instituto Politécnico Nacional.


      3. Centro Interdisciplinario de Investigación y Docencia en Educación Técnica (Querétaro, Qro.).


      4. Centro Nacional de Enseñanza Técnica Industrial.


      5. Instituto Tecnológico Regional de Aguascalientes (Aguascalientes).


      6. Instituto Tecnológico Regional de Tijuana (Baja California).


      7. Instituto Tecnológico Regional de La Paz (Baja California Sur).


      8. Instituto Tecnológico Regional de Campeche (Campeche).


      9. Instituto Tecnológico Regional de Saltillo (Coahuila).


      10. Instituto Tecnológico Regional de La Laguna (Coahuila).


      11. Instituto Tecnológico Regional de Piedras Negras (Coahuila).


      12. Instituto Tecnológico Regional de Tuxtla Gutiérrez (Chiapas).


      13. Centro Regional de Enseñanza Técnica Industrial de Soconusco (Chiapas).


      14. Instituto Tecnológico Regional de Chihuahua (Chihuahua).


      15. Instituto Tecnológico Regional de Ciudad Juárez (Chihuahua).


      16. Instituto Tecnológico Regional de Parral (Chihuahua).


      17. Instituto Tecnológico Regional de Colima (Colima).


      18. Instituto Tecnológico Regional de Durango (Durango).


      19. Instituto Tecnológico Regional de León (Guanajuato).


      20. Instituto Tecnológico Regional de Celaya (Guanajuato).


      21. Instituto Tecnológico Regional de Acapulco (Guerrero).


      22. Instituto Tecnológico Regional de Pachuca (Hidalgo).


      23. Instituto Tecnológico Regional de Ciudad Guzmán (Jalisco).


      24. Instituto Tecnológico Regional de Toluca (México).


      25. Instituto Tecnológico Regional de Tlalnepantla (México).


      26. Instituto Tecnológico Regional de Morelia (Michoacán).


      27. Instituto Tecnológico Regional de Jiquilpan (Michoacán).


      28. Instituto Tecnológico Regional de Zacatepec (Morelos).


      29. Instituto Tecnológico Regional de Tepic (Nayarit).


      30. Instituto Tecnológico Regional de Nuevo León (Nuevo León).


      31. Instituto Tecnológico Regional de Oaxaca (Oaxaca).


      32. Instituto Tecnológico Regional del Istmo (Oaxaca).


      33. Instituto Tecnológico Regional de Tuxtepec (Oaxaca).


      34. Instituto Tecnológico Regional de Puebla (Puebla).


      35. Instituto Tecnológico Regional de Tehuacán (Puebla).


      36. Instituto Tecnológico Regional de Querétaro (Querétaro).


      37. Instituto Tecnológico Regional de Chetumal (Quintana Roo).


      38. Instituto Tecnológico Regional de San Luis Potosí (San Luis Potosí).


      39. Instituto Tecnológico Regional de Culiacán (Sinaloa).


      40. Instituto Tecnológico Regional de Los Mochis (Sinaloa).


      41. Instituto Tecnológico Regional de Hermosillo (Sonora).


      42. Instituto Tecnológico Regional de Nogales (Sonora)


      43. Instituto Tecnológico Regional de Villahermosa (Tabasco).


      44. Instituto Tecnológico Regional de Ciudad Victoria (Tamaulipas).


      45. Instituto Tecnológico Regional de Nuevo Laredo (Tamaulipas).


      46. Instituto Tecnológico Regional de Matamoros (Tamaulipas).


      47. Instituto Tecnológico Regional de Ciudad Madero (Tamaulipas).


      48. Instituto Tecnológico Regional de Apizaco (Tlaxcala).


      49. Instituto Tecnológico Regional de Minatitlán (Veracruz).


      50. Instituto Tecnológico Regional de Orizaba (Veracruz).


      51. Instituto Tecnológico Regional de Veracruz (Veracruz).


      52. Instituto Tecnológico Regional de Mérida (Yucatán).


      53. Instituto Tecnológico Regional de Zacatecas (Zacatecas).

    


    c) Enseñanza agropecuaria


    
      1. Instituto Tecnológico Agropecuario de Campeche (Campeche).


      2. Instituto Tecnológico Agropecuario de La Partida (Coahuila).


      3. Instituto Tecnológico Agropecuario de Durango (Durango).


      4. Instituto Tecnológico Agropecuario de Huejutla (Hidalgo).


      5. Instituto Tecnológico Agropecuario de Mascota (Jalisco).


      6. Instituto Tecnológico Agropecuario de La Huerta (Michoacán).


      7. Instituto Tecnológico Agropecuario de Xoxocotla (Morelos).


      8. Instituto Tecnológico Agropecuario de Comitancillo (Oaxaca).


      9. Instituto Tecnológico Agropecuario de San Bartolo Tuxtepec (Oaxaca).


      10. Instituto Tecnológico Agropecuario de Pinotepa Nacional (Oaxaca).


      11. Instituto Tecnológico Agropecuario de Chetumal (Quintana Roo).


      12. Instituto Tecnológico Agropecuario de Tampico (Tamaulipas).


      13. Instituto Tecnológico Agropecuario de Ignaciode La Llave (Veracruz).


      14. Instituto Tecnológico Agropecuario de Ürsulo Galván (Veracruz).


      15. Instituto Tecnológico Agropecuario de Tizimin (Yucatán).


      16. Instituto Tecnológico Agropecuario de Mérida (Yucatán).


      17. Instituto Tecnológico Forestal de El Salto (Durango).

    


    d) Enseñanza pesquera


    
      1. Instituto Tecnológico de Pesca (Veracruz).

    

  


  4. OTRAS INSTITUCIONES DEPENDIENTES DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA*


  
    1. Escuela Normal Superior de México.


    2. Escuela Nacional de Antropología.


    3. Centro de Investigaciones Superiores del Instituto Nacional de Antropología e Historia.


    4. Escuela Nacional de Conservación y Restauración de Bienes Culturales.


    5. Escuela Normal de Especialización.


    6. Escuela Nacional de Biblioteconomía y Archivonomía.


    7. Escuela de Diseño y Artesanía.


    8. Escuela de Arte Teatral.

  


  5. INSTITUCIONES DEPENDIENTES DE OTRAS SECRETARÍAS DE ESTADO


  
    a) Secretaría de la Defensa Nacional


    
      1. Escuela Médico Militar (Distrito Federal).


      2. Escuela Militar de Odontología (Distrito Federal).


      3. Escuela Militar de Ingenieros (Distrito Federal).


      4. Escuela Superior de Guerra (Distrito Federal).

    


    b) Secretaría de Salubridad y Asistencia


    
      1. Escuela de Salud Pública (Distrito Federal).


      2. Escuela de Técnicos en Rehabilitación, Distrito Federal.

    


    c) Secretaría de Hacienda y Crédito Público


    
      1. Escuela Nacional de Capacitación Aduanera (Distrito Federal).

    


    d) Secretaría de Agricultura y Ganadería


    
      1. Colegio Superior de Agricultura Tropical (Cárdenas, Tabasco).

    


    e) Secretaría de Marina


    
      1. Escuela Náutica “Antonio Gómez Maqueo” (Mazatlán, Sinaloa).**


      2. Escuela Náutica Mercante de Tampico (Tampico, Tamaulipas).*


      3. Heróica Escuela Naval Militar (Antón Lizardo, Veracruz).


      4. Escuela de Aviación Naval (Las Bajadas, Veracruz).


      5. Escuela Náutica Fernando Siliceo (Veracruz, Veracruz).

    


    f) Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal


    
      1. Instituto Técnico de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

    

  


  6. INSTITUCIONES PÚBLICAS DESCENTRALIZADAS


  
    1. Centro de Investigación Científica y Educación Superior de Ensenada (Baja California Norte).


    2. Instituto Nacional de Astrofísica, Óptica y Electrónica (Tonantzintla, Puebla).


    3. Centro de Investigación y Docencia Económica (Distrito Federal).

  


  7. INSTITUCIONES DEPENDIENTES DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS


  
    1. Escuela Normal Superior del Estado (La Paz, Baja California Sur).


    2. Escuela Normal Superior del Estado (Saltillo, Coahuila).


    3. Escuela Normal Superior de Chiapas (Tuxtla Gutiérrez, Chiapas).


    4. Escuela Normal Superior del Estado (Chihuahua, Chihuahua).


    5. Escuela Normal Superior Oficial (León, Guanajuato).


    6. Escuela Normal Superior del Estado (Guanajuato, Guanajuato).


    7. Escuela Normal Superior de Jalisco (Guadalajara, Jalisco).


    8. Escuela Normal Superior de Morelos (Cuernavaca, Morelos).


    9. Escuela Normal Superior del Estado de México (Toluca, Estado de México).


    10. Escuela Normal Superior del Estado (Tepic, Nayarit).


    11. Escuela Normal Superior del Estado (Monterrey, Nuevo León).


    12. Escuela Normal Superior del Estado (Puebla, Puebla).


    13. Escuela Normal Superior de Tlaxcala (Tlaxcala, Tlaxcala).

  


  8. INSTITUCIONES PRIVADAS LIBRES


  
    1. El Colegio de México (Distrito Federal).


    2. Escuela Libre de Ingeniería Municipal (Distrito Federal).


    3. Escuela Libre de Homeopatía de México (Distrito Federal).


    4. Escuela Libre de Derecho (Distrito Federal).


    5. Instituto Tecnológico Autónomo de México (Distrito Federal).


    6. Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (Monterrey, Nuevo León).*


    7. Instituto de Ciencias Sociales, Económicas y Administrativas, S.C.L. (Distrito Federal).

  


  9. INSTITUCIONES PRIVADAS, CON RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ OFICIAL DE ESTUDIOS DE LA SECRETARÍA DE EDUCACION PÚBLICA


  
    1. Centro de Enseñanza Técnica y Superior (Mexicali y Tijuana, Baja California Norte).


    2. Escuela Normal de Especialización Regional de Saltillo (Coahuila).


    3. Centro Universitario del Norte (Piedras Negras, (Coahuila).


    4. Universidad Latina (Distrito Federal).*


    5. Escuela de Periodismo “Carlos Septién García” (Distrito Federal).


    6. Escuela Normal Superior, FEP (Distrito Federal).


    7. Escuela Bancaria Comercial (Distrito Federal).


    8. Escuela Profesional de Contabilidad y Administración “Maestro José Calvo”, S.C. (Distrito Federal).


    9. Escuela Cámara de Comercio (Distrito Federal).


    10. Universidad Iberoamericana (Distrito Federal).


    11. Instituto de Computación y Mecanización de México (Distrito Federal).


    12. Instituto Leonardo Bravo (Distrito Federal).


    13. Instituto Superior de Estudios Comerciales (Distrito Federal).*


    14. Instituto de Cultura Superior (Distrito Federal).


    15. Instituto Tecnológico Mexicano (Distrito Federal).


    16. Tecnológico de Estudios Contables y Administrativos (Distrito Federal).


    17. Colegio Español de México (Distrito Federal).


    18. Escuela Normal Superior “Nueva Galicia”, A. C. (Guadalajara, Jalisco).


    19. Escuela de Estudios Comerciales y Administrativos (Naucalpan de Juárez, Estado de México).


    20. Escuela Normal Superior “Juana de Azbaje” (Zamora, Michoacán).


    21. Escuela Normal Superior “Labastida” (Monterrey, Nuevo León).


    22. Escuela Normal de Especialización (Monterrey, Nuevo León).


    23. Escuela Normal Superior del Sureste “Lie. Benito Juárez”, A. C. (Oaxaca, Oaxaca).


    24. Escuela Normal Superior “Benavente” (Puebla, Puebla).


    25. Centro Universitario de Mazatlán (Mazatlán, Sinaloa).*


    26. Universidad Tecnológica de México (Distrito Federal).*


    27. Universidad del Valle de México (Distrito Federal).*


    28. Instituto Tecnológico de Estudios Superiores Potosino (San Luis Potosí, S.L.P.).*


    29. Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente (Guadalajara, Jal.).


    30. Liceo Profesional de Comercio y Administración (Matamoros, Tamps.).*


    31. Instituto Superior de Arquitectura (Distrito Federal).


    32. Universidad del Golfo (Tampico, Tamps.).


    33. Instituto Americano de Administración Bancaria (Distrito Federal).


    34. Instituto de Estudios Profesionales para la Administración del Tiempo Libre (Distrito Federal).


    35. Universidad La Salle (Distrito Federal).*


    36. Universidad Hispano-Mexicana (Distrito Federal).*


    37. Universidad del Nuevo Mundo (Distrito Federal).


    38. Instituto Activo de Mercadotecnia y Publicidad (Distrito Federal).


    39. Universidad Intercontinental (Distrito Federal).*


    40. Instituto Superior del Valle de Atemajac (Guadalajara, Jal.).


    41. Universidad del Tepeyac (Distrito Federal).*

  


  10. INSTITUCIONES PRIVADAS, CON RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ OFICIAL DE ESTUDIOS DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS


  
    1. Escuela Normal Superior de Tijuana (Tijuana, Baja California).


    2. Universidad del Norte de Coahuila (Monclova, Coah.).


    3. Universidad Autónoma del Noreste (Saltillo, Coah.).


    4. Escuela Normal Superior “Porfirio Parra” (Chihuahua, Chih.).


    5. Instituto “América” (León, Guanajuato).


    6. Escuela Normal Superior Anexa al Instituto Justo Sierra (León Guanajuato).


    7. Escuela Normal Superior de Celaya (Celaya, Guanajuato).


    8. Centro de Estudios Universitarios de Xochicalco (Cuernavaca, Morelos).


    9. Universidad de Monterrey (Monterrey, Nuevo León).


    10. Instituto Superior de Cultura y Arte de Monterrey (Monterrey, Nuevo León).


    11. Universidad Regiomontana (Monterrey, Nuevo León).


    12. Centro de Estudios Universitarios de Monterrey (Monterrey, Nuevo León).


    13. Universidad de Montemorelos (Montemorelos, Nuevo León).


    14. Universidad del Norte (Monterrey, Nuevo León).


    15. Universidad Mexicana del Noreste (Monterrey, Nuevo León).


    16. Universidad Autónoma Popular de Puebla (Puebla, Puebla).


    17. Universidad de las Américas (Cholula, Puebla y Distrito Federal).


    18. Escuela Normal Superior de Sinaloa (Culiacán, Sinaloa).


    19. Escuela Libre de Derecho (Culiacán, Sinaloa).


    20. Escuela de Administración y Contaduría Pública (Culiacán, Sinaloa).


    21. Escuela Normal Superior de Tamaulipas (Ciudad Victoria, Tamaulipas).

  


  11. INSTITUCIONES PRIVADAS, CON RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ OFICIAL DE ESTUDIOS DE UNIVERSIDADES PÚBLICAS*


  
    1. Instituto Cuauhtlatohuac (Tijuana, Baja California Norte) Universidad Nacional Autónoma de México.


    2. Escuela de Trabajo Social de Tijuana (Tijuana, Baja California Norte) Universidad Nacional Autónoma de México.


    3. Instituto de Estudios Profesionales de Saltillo, A.C. (Saltillo, Coahuila), Universidad Autónoma de Coahuila.


    4. Facultades Universitarias de Saltillo, A. C. (Saltillo, Coahuila) Universidad Autónoma de Coahuila.


    5. Instituto de Ciencia y Cultura, A. C. (Saltillo, Coahuila), Universidad Autónoma de Coahuila.


    6. Instituto Superior de Ciencia y Tecnología, A. C. (Torreón, Coahuila) Universidad Autónoma de Coahuila.


    7. Escuela Superior de Agricultura Hermanos Escobar (Ciudad Juárez, Chihuahua) Universidad Autónoma de Chihuahua.


    8. Instituto Técnico Universitario del Norte (Chihuahua) Universidad Autónoma de Chihuahua.


    9. Universidad Anáhuac (Estado de México) Universidad Nacional Autónoma de México.


    10. Universidad La Salle (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    11. Universidad del Valle de México (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    12. Instituto Panamericano de Humanidades (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    13. Instituto Internacional Universitario (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    14. Centro Latinoamericano de Estudios Universitarios (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    15. Instituto Universitario de Ciencias de la Educación (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    16. Universidad Tecnológica de México (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    17. Universidad Femenina de México (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    18. Universidad Motolinía (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    19. Universidad Azteca (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    20. Universidad Latina (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    21. Universidad del Bajío (León, Guanajuato) Universidad de Guanajuato.


    22. Instituto Allende (San Miguel Allende, Guanajuato) Universidad de Guanajuato.


    23. Escuela Profesional de Comercio y Administración de León (León, Guanajuato) Universidad de Guanajuato.


    24. Universidad Autónoma de Guadalajara (Guadalajara y Zapopan, Jalisco) Universidad Nacional Autónoma de México.


    25. Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente (Guadalajara(Jalisco) Universidad Nacional Autónoma de México.


    26. Instituto Cultural Don Vasco (Uruapan, Michoacán) Universidad Nacional Autónoma de México.


    27. Escuela de Trabajo Social Cervantes de Monterrey (Monterrey, Nuevo León) Universidad Nacional Autónoma de México.


    28. Centro Universitario Kennedy (Monterrey, Nuevo León) Universidad Nacional Autónoma de México.


    29. Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores Potosino (San Luis Potosí, San Luis Potosí) Universidad Nacional Autónoma de México.


    30. Escuela de Trabajo Social de San Luis (San Luis Potosí, San Luis Potosí) Universidad Nacional Autónoma de México.


    31. Universidad del Noreste (Tampico, Tamaulipas) Universidad Nacional Autónoma de México.


    32. Universidad de la Villa Rica (Veracruz, Veracruz) Universidad Nacional Autónoma de México.


    33. Centro de Estudios Cristóbal Colón (Veracruz, Veracruz) Universidad Nacional Autónoma de México.


    34. Universidad del Golfo (Tampico, Tamaulipas) Universidad Nacional Autónoma de México.


    35. Escuela de Trabajo Social “Vasco de Quiroga” (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    36. Instituto Moderno de México (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    37. Universidad Latinoamericana (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    38. Universidad Intercontinental (Distrito Federal) Universidad Nacional Autónoma de México.


    39. Instituto Universitario del Norte (Monterrey, Nuevo León) Universidad Nacional Autónoma de México.


    40. Centro Universitario de Mazatlán (Mazatlán, Sinaloa) Universidad Nacional Autónoma de México.


    41. Universidad del Nuevo Mundo (Estado de México) Universidad Nacional Autónoma de México.

  


  Notas al pie


  
    * Todas en el Distrito Federal.


    ** En 1977 pasó a depender de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.


    * En 1977 pasó a depender de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.


    * Cuenta además con unidades en La Laguna y Saltillo, Coahuila; Distrito Federal; Atizapán, Estado de México; Querétaro, Querétaro; Guaymas y Ciudad Obregón, Sonora.


    * Las instituciones señaladas con asterisco tienen también estudios reconocidos por la UNAM y aparecen en la lista número 11 (pp. 141 y ss.).


    * Para cada institución se señala el nombre de la institución que otorga el reconocimiento.
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Cuadro X

ALUMNOS DE PRIMER INGRESO (LICENCIATURA)
Y EGRESADOS
1969-70 / 1976-77

Alumnos de Primer  Alumnos
Afios Escolares Ingreso Egresados
1969-1970 68 193 22904
1970-1971 81256 25793
1971-1972 89 869 29 396
1972-1973 99 395 33106
1973-1974 109 930 39 186
1974-1975 121 582 44722
1975-1976 134 469 52185
1976-1977 149 108 56 514
Fuewte: La enseiianza superior en Mdsico. 1970-1976,
én Nacional de U e Institu-

tos de Ensefianza Superior, México, 1976 y Se-
cretaria de Educacién Pablica.
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Cuadro VII
INGRESOS PROCEDENTES DEL SECTOR PUBLICO ¥ LOS
OBTENIDOS POR INGRESOS PROPIOS, POR TIPO DE INSTITUCION 1976

Seator Ingresos
Tipo de Institucién piblico propios Suma

. Universidades publicas, auténomas y
estatales 6 400 415 400 471 801 500 6872 216 900

2. técnicas, agrog

¥ pesq ( i ducacié

Piblica). 1964 754 700 8534 900 1973 289 600
3. Instituci de diversas especialida-

des (Secretaria de Educacién Pabli-

ca y otras Secretarfas). 273 442 800 658 100 274100 900
4. Instituci plblicas d 1i

das. 18 300 000 1400 000 19 700 300
5. Instituciones dependientes de los go-

biernos de los estados 12055 700 397 300 12453 000
6. Instituciones privadas libres. 34 250 000 218 433 000 252 683 000
7. Instituciones privadas con reconoci-

miento de validez oficial de estudios. 10070 000 662 418 700 672 488 700

Totales: 8 713 288 900 1363 643 500 10 076 932 400

FUeNTE: Asociacién Nacional de Universidades e Institutos de Ensefianza Superior.
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Cuadro 1

POBLAGION NACIONAL POR GRUPOS DE EDAD

Poblacién 1950 1960 1970

Hasta 15 afios 11270 288 43.7% 16 205 849 46.4% 23387 737 48.5%
De 16 a 19 afios 2116371 8.2% 2781523 7.9% 3953 334 8.2%

De 20 a 24 afios 2299 334 8.9% 2947072 8.4% 4032 341 8.3%
De 25 o més 10 105 024 39.2% 12 988 685 37.2% 16 851 826 35.0%
TOTAL: 25791017 100.0% 34923129  100.0% 48 225 238 100.0%

FuenTe: Censos de 1950, 1960 y 1970.
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A partir de datos y cifras estadisticas
que muestran el crecimiento de la edu-
cacion superior, estas péginas ofrecen
una visibn general de la ensefianza de
mvel terciario en Méxnco El libro se

a una bibli fia que 1 -
blemente es ain muy escasa en nuestro
pais.

Precedido de una breve introduccion
historica y conceptual, el trabajo se
divide en tres partes: la primera contie-
ne una descripcion del sistema educati-
vo superior, su crecimiento y organiza-
cién; la segunda parte se ocupa de la
administraciéon del propio sistema, de
las formas de integracién y coordma-
cién de las instituci centrali:
de los servicios educativos, condiciones
que se han opuesto a la planeacién de
la educacién superior, y el sindicalismo
universitario.

En la tercera y taltima parte se abor-
da el tema de la eficacia en el sistema
de educacién superior: las oportunida-
des de acceso a ese nivel, relaciones
entre educacién superior e investiga-
cién, su contri ibucién a la solucién de
probl 1 pacidad de las ins-
tituciones para aceptar cambios e inno-

i la i6n de la educa-
cién superior frente a los reclamos na-
cionales.
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Cuadro V

DISTRIBUCION DE LA POBLACION ESCOLAR DE NIVEL
SUPERIOR (LICENCIATURA Y POSGRADO) POR TIPO DE

INSTITUCION
1977
Poblacién
Tipo de Institucion Escolar

. Universidades publicas, auténomas y
estatales 376 980

2. Instituciones técnicas, agropecuarias y

pesqueras (Secretaria de Educacién Pa-

blica). 106 423
3. Instituci de diversas esy idad

(Secretaria de Educacién Pablica y

otras secretarias). 11253
4. Instituciones piblicas descentralizadas. 67
5. Instituciones dependientes de gobier-

nos de los estados 12 565
6. Instituciones privadas libres. 13998
7. Instituciones privadas con reconoci-

miento de validez oficial de estudios 64646

585 932

FuenTe: Asociacién Nacional de Universidades e Institu-
tos de Ensefianza Superior.
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Cuadro VIII

ALUMNOS DE PRIMER INGRESO AL NIVEL SUPERIOR
(LICENCIATURA), 1970-1977

Afios Alumnos de
Escolares Primer Ingreso
1969-1970 68193
1970-1971 81256
1971-1972 89 869
1972-1973 99395
1973-1974 109 930
1974-1975 121 582
1975-1976 134 469
19761977 149 108

FuenTE: Secretaria de Educacién Pablica y Asociacién Na-
cional de Universidades e Institutos de Ensefian-
za Superior.
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Cuadro IX

PERMANENCIA POR GRADOS EN LA ESCUELA PRIMARIA

COHORTE ZONA GRADOS Egresados 6o.
Urbana 1 2 3 4 5 6
1959-1964 Rural 100 68 63 57 51 46 41
Total 100 49 29 15 9 7 6
Urbana 100 58 45 34 28 25 22
1964-1970 Rural 100 79 79 74 66 58 54
Total 100 56 38 22 15 12 10
100 67 57 46 39 33 32

FuenTE: La educacion publica en México, 1964-1970, Secretaria de Educacién Péblica, México, 1970. (1)
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Cuadro IV

NOMERO DE ESCUELAS SUPERIORES Y PROFESIONALES
1969-70/1976-77

Nimero
de escuelas Nimero de
Afios escolares  superiores  profesores
1969-1970 367 22 904
1970-1971 400 26 485
1971-1972 421 28 065
1972-1973 432 31037
1973-1974 456 36 350
1974-1975 584 41893
1975-1976 646 47832
1976-1977 793 49 157

Fuente: La enseiianza superior en México, ANVIES.
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Cuadro IIT

CRECIMIENTO DE LA POBLACION ESCOLAR DE NIVEL
SUPERIOR (LICENCIATURA)
1969-70/1976-77

Afios escolares Poblacién escolar
1969-1970 218 637
1970-1971 256 752
1971-1972 292 954
1972-1973 334260
1973-1974 381 390
1974-1975 445 024
1975-1976 514258
1976-1977 565 141

FueNTE: de Ed

Péblica y Asociaci
Nacional de Universidades ¢ Institutos de Ense-
flanza Superior.
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Cuadro VI

PROFESORADO POR CATEGORIAS

1977
Profe do P F
Institucion de tiempo de medio de tiempo SUMA
completo tiempo parcial
1. Universidades publicas, auté y es-
ta'ales 3989 1931 23107 29027
2. I i técnie g
pesqueras (Secretaria de Educacién Pu-
blica). 2678 1955 5926 10 559
3. Instituci de diversas ialidad
(Secretaria de Educacién Pablica y
otras secre(anas) 443 132 1143 1718
3 i publxcas descent; 37 —_— — 37
5. Instituci pendientes de gobi
de los estados. 64 127 549 740
6. Instituciones privadas libres. 319 65 626 1010
7. Instituciones privadas con reconoci-
miento oficial de estudios, 893 481 4692 6066
Totales: 8423 4691 36043 49 157

FueNTE: Asociacién Nacional de Universidades e Institutos de Ensefianza Superior.
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Cuadro 1T

POBLACION ESCOLAR POR NIVELES

1960-1977
Educacién
primaria secundaria (bachillerato) superior
1960 4885 000 158 648 50 508 76 269
1970 8873 000 1219800 230676 218 637
1977 12148 221 2155 440 652 850 565 141
FuENTE: Secretaria de Ed Piblica y Nacional de Uni e Institutos de Ense-

flanza Superior.
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